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DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, CON 
PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS 
DISPOSICIONES AL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y A LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO  

Honorable Asamblea:  

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el diputado Diódoro 
Carrasco Altamirano, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, y los 
diputados Juan José Rodríguez Prats, Carlos Armando Biebrich Torres, Manuel Salvador 
Portilla Diéguez, de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Acción Nacional, 
Revolucionario Institucional y Verde Ecologista de México, presentaron iniciativa con 
proyecto de decreto que adiciona un párrafo tercero al artículo 69 del Código Fiscal de la 
Federación, y reforma la fracción IX del tercer párrafo, y el quinto párrafo del artículo 117 
de la Ley de Instituciones de Crédito.  

Asimismo, la diputada Esmeralda Cárdenas Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, presentó iniciativa que reforma el artículo 117 de la Ley de Instituciones 
Crédito y el artículo 69 del Código Fiscal de la Federación.  

Con base en las facultades que les confieren los artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, los integrantes 
de la Comisión de Hacienda y Crédito Público se abocaron al análisis de la iniciativa antes 
señalada, y conforme a las deliberaciones que hicieron los miembros reunidos en pleno, 
presentan a esta honorable asamblea el siguiente dictamen:  

Antecedentes  

1. El 22 de abril de 2008, el diputado Diódoro Carrasco Altamirano, del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional y los diputados Juan José Rodríguez 
Prats, Carlos Armando Biebrich Torres, Manuel Salvador Portilla Diéguez, de los 
Grupos Parlamentarios de los Partidos Acción Nacional, Revolucionario 
Institucional y Verde Ecologista de México, presentaron iniciativa con proyecto de 
decreto que adiciona un párrafo tercero al artículo 69 del Código Fiscal de la 
Federación, y reforma la fracción IX del tercer párrafo, y el quinto párrafo del 
artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito.  

2. En esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó a la 
Comisión de Hacienda y Crédito Público la iniciativa en comento para su estudio y 
dictamen.  
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3. Con fecha 22 de noviembre de 2007, la diputada Esmeralda Cárdenas Sánchez, 
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó iniciativa que 
reforma los artículos 117 de la Ley de Instituciones Crédito y 69 del Código Fiscal 
de la Federación.  

4. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó a la 
Comisión de Hacienda y Crédito Público la iniciativa en comento para su estudio y 
dictamen.  

5. En sesión ordinaria, los diputados integrantes de esta Comisión de Hacienda y 
Crédito Público procedieron al análisis de estas iniciativas. 

Descripción de las iniciativas  

La primera iniciativa expone que el pasado 14 de noviembre de 2007 entró en vigor el 
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones en materia electoral de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con fecha 14 de enero de 2008 se 
publicó en el Diario Oficial de la Federación el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, que entró en vigor al día siguiente.  

Indica la iniciativa que los párrafos once y doce de la Base V del artículo 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 79 del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales establecen la creación de un órgano técnico 
del Consejo General del Instituto Federal Electoral denominado "Unidad de Fiscalización 
de los Recursos de los Partidos Políticos", el cual será responsable de la fiscalización de las 
finanzas de los partidos políticos, dotado de autonomía de gestión, destacando que dicho 
órgano técnico no estará limitado por los secretos bancarios, fiduciario y fiscal en el 
cumplimiento de sus funciones.  

Agrega, que en los párrafos 3 y 4 del citado artículo 79 se establece la reglamentación para 
que en el desempeño de sus facultades y atribuciones dicha unidad de fiscalización no esté 
limitada por los secretos bancario, fiscal o fiduciario establecidos por otras leyes, así como 
la forma en que los órganos electorales de las entidades federativas, por conducto de la 
propia unidad de fiscalización, pueden superar las limitaciones establecidas por los citados 
secretos.  

La iniciativa señala que en tal virtud se hace necesario reformar el artículo 69 del Código 
Fiscal de la Federación y el artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito, con el fin de 
adecuar y armonizar las leyes en materia fiscal y bancaria, para la mejor comprensión y 
aplicación de las normas de los artículos 41 constitucional y 79 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.  

Asimismo, la iniciativa de la diputada Esmeralda Cárdenas Sánchez, por la que reforma el 
artículo 69 del Código Fiscal de la Federación y el artículo 117 de la Ley de Instituciones 
de Crédito, tiene como objeto precisar las facultades de la autoridades electorales en 
materia del secreto fiscal, bancario y fiduciario, derivadas de la reforma reciente en materia 
constitucional y electoral.  
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Consideraciones de la comisión  

De acuerdo con la exposición de motivos, las iniciativas de los diputados Diódoro Carrasco 
y Esmeralda Cárdenas buscan adecuar el artículo 69 del Código Fiscal de la Federación, 
que regula lo relativo al secreto fiscal, de acuerdo con lo previsto en la reciente reforma a 
los artículos 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 79 del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, que establecen lo siguiente:  

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

Artículo 41. …  

V. …  

La fiscalización de las finanzas de los partidos políticos nacionales estará a cargo de 
un órgano técnico del Consejo General del Instituto Federal Electoral, dotado de 
autonomía de gestión, cuyo titular será designado por el voto de las dos terceras 
partes del propio Consejo a propuesta del consejero presidente. La ley desarrollará 
la integración y funcionamiento de dicho órgano, así como los procedimientos para 
la aplicación de sanciones por el Consejo General. En el cumplimiento de sus 
atribuciones el órgano técnico no estará limitado por los secretos bancario, 
fiduciario y fiscal.  

El órgano técnico será el conducto para que las autoridades competentes en materia 
de fiscalización partidista en el ámbito de las entidades federativas puedan superar 
la limitación a que se refiere el párrafo anterior.  

…  

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales  

Artículo 79  

1. Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 41 de la Constitución, la Unidad de 
Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos es el órgano técnico del 
Consejo General del Instituto Federal Electoral que tiene a su cargo la recepción y 
revisión integral de los informes que presenten los partidos respecto del origen y 
monto de los recursos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así 
como sobre su destino y aplicación.  

2. En el ejercicio de sus atribuciones, la Unidad contará con autonomía de gestión y 
su nivel jerárquico será equivalente al de dirección ejecutiva del instituto.  

3. En el desempeño de sus facultades y atribuciones, la Unidad no estará 
limitada por los secretos bancario, fiscal o fiduciario establecidos por otras 
leyes. Las autoridades competentes están obligadas a atender y resolver, en un 
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plazo máximo de treinta días hábiles, los requerimientos de información que en 
esas materias les presente la Unidad.  

4. Cuando en el desempeño de sus atribuciones y ejercicio de sus facultades los 
órganos electorales de las entidades federativas responsables de fiscalizar y vigilar 
los recursos de los partidos políticos, requieran superar la limitación establecida por 
los secretos bancario, fiscal o fiduciario, solicitarán la intervención de la Unidad a 
fin de que ésta actúe ante las autoridades en la materia, para todos los efectos 
legales. 

Por lo tanto la comisión que dictamina considera adecuada la reforma propuesta en ambas 
iniciativas, pues además de que el artículo 69 del Código Fiscal de la Federación se 
armoniza con lo previsto en la disposición constitucional y legal anteriormente transcritas, 
se libera a los funcionarios fiscales de guardar absoluta reserva de la información que les 
haya sido proporcionada en la materia y por lo tanto de responsabilidades administrativas, 
civiles y penales, cuando se trate de proporcionar dicha información al órgano técnico 
competente del Consejo General del Instituto Federal Electoral, ni a las salas del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en los asuntos contenciosos directamente 
relacionados con la fiscalización de las finanzas de los partidos políticos. En tal virtud, la 
redacción del artículo 69 quedaría de la forma siguiente:  

Artículo 69. …  

Tampoco será aplicable dicha reserva a la Unidad de Fiscalización de los Recursos 
de los Partidos Políticos, órgano técnico del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, en los términos establecidos por los párrafos 3 y 4 del artículo 79 del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, ni a las Salas del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en los asuntos contenciosos 
directamente relacionados con la fiscalización de las finanzas de los partidos 
políticos. La información que deba suministrarse en los términos de este párrafo, 
sólo deberá utilizarse para los fines que dieron origen a la solicitud de información. 

En consecuencia, la que dictamina considera también apropiado reformar el artículo 117 de 
la Ley de Instituciones de Crédito en congruencia con la reforma constitucional, precisando 
que estarán exceptuadas del secreto bancario y fiduciario, tanto la Unidad de Fiscalización 
de Recursos de los Partidos Políticos, así como las autoridades electorales de las entidades 
federativas que solicitarán y obtendrán la información que resulte necesaria también para el 
ejercicio de sus atribuciones legales a través de la unidad primeramente mencionada.  

Por lo que se refiere a la facultad de las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación respecto al artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito, esta reforma se 
considera contradictoria con el segundo párrafo del mencionado artículo, toda vez que éste 
ya contempla una facultad genérica y más amplia respecto al Poder Judicial que aquella a 
que se refiere la fracción IX. En este sentido, la redacción del artículo 117 quedaría en la 
siguiente forma:  

Artículo 117. ...  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2530-II, jueves 19 de junio de 2008. 
 

5 
 

IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, órgano 
técnico del Consejo General del Instituto Federal Electoral, para el ejercicio de sus 
atribuciones legales, en los términos establecidos en el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. Las autoridades electorales de las 
entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que resulte necesaria 
también para el ejercicio de sus atribuciones legales a través de la unidad 
primeramente mencionada.  

…  

Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este artículo deberán formularse 
con la debida fundamentación y motivación, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. Los servidores públicos y las instituciones señalados en las 
fracciones I y VII, y la unidad de fiscalización a que se refiere la fracción IX, 
podrán optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden 
correspondiente, a efecto de que la institución de crédito entregue la información 
requerida, siempre que dichos servidores o autoridades especifiquen la 
denominación de la institución, el número de cuenta, el nombre del cuentahabiente 
o usuario y demás datos y elementos que permitan su identificación plena, de 
acuerdo con la operación de que se trate. 

Impacto presupuestario  

El Centro de Estudios de las Finanzas Publicas, en su comunicado sobre la valoración del 
impacto presupuestario de fecha 12 de junio de 2008, señala que la iniciativa con proyecto 
de decreto no implicaría impacto presupuestario, toda vez que sólo propone armonizar y 
adecuar la Ley de Instituciones de Crédito y el Código Fiscal de la Federación con el 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales para la mejor aplicación de 
las normas del artículo 41 constitucional.  

Asimismo, señala que la iniciativa es de carácter jurídico regulatorio, normativo y 
procedimental y no contempla la creación de instituciones ni la modificación de estructuras 
orgánicas. El presupuesto que se destine a la Unidad de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos Políticos del Instituto Federal Electoral en los años subsecuentes, quedará sujeto a 
la disponibilidad presupuestaria que la Cámara de Diputados apruebe para tal efecto en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación. El Instituto Federal Electoral podrá reasignar 
internamente sus recursos humanos, materiales y financieros de forma que la Unidad pueda 
realizar las actividades previstas. Por tanto, la propuesta no genera impacto presupuestario 
adicional en los programas aprobados de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal. El presupuesto de la Unidad fue considerado en la reforma electoral y los 
recursos contemplados en el Presupuesto de Egresos para 2008.  

Por las razones expuestas, la Comisión de Hacienda y Crédito Público somete a 
consideración del Pleno de esta honorable asamblea el siguiente  

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones al Código Fiscal de la 
Federación y a la Ley de Instituciones de Crédito  
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Artículo Primero. Se adiciona un párrafo tercero, pasando los actuales tercer a sexto 
párrafos a ser cuarto a séptimo párrafos del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación, 
para quedar como sigue:  

Artículo 69. …  

…  

Tampoco será aplicable dicha reserva a la Unidad de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos Políticos, órgano técnico del Consejo General del Instituto Federal Electoral, en 
los términos establecidos por los párrafos 3 y 4 del artículo 79 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, ni a las Salas del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación en los asuntos contenciosos directamente relacionados con la 
fiscalización de las finanzas de los partidos políticos. La información que deba 
suministrarse en los términos de este párrafo, sólo deberá utilizarse para los fines que 
dieron origen a la solicitud de información.  

…  

…  

…  

…  

Artículo Segundo. Se reforman la fracción IX y el párrafo quinto del artículo 117 de la 
Ley de Instituciones de Crédito, para quedar como sigue:  

Artículo 117. ...  

…  

…  

I. a VIII. …  

IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, órgano 
técnico del Consejo General del Instituto Federal Electoral, para el ejercicio de sus 
atribuciones legales, en los términos establecidos en el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. Las autoridades electorales de las 
entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que resulte necesaria 
también para el ejercicio de sus atribuciones legales a través de la unidad 
primeramente mencionada.  

…  
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Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este artículo deberán formularse 
con la debida fundamentación y motivación, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. Los servidores públicos y las instituciones señalados en las 
fracciones I y VII, y la unidad de fiscalización a que se refiere la fracción IX, 
podrán optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden 
correspondiente, a efecto de que la institución de crédito entregue la información 
requerida, siempre que dichos servidores o autoridades especifiquen la 
denominación de la institución, el número de cuenta, el nombre del cuentahabiente 
o usuario y demás datos y elementos que permitan su identificación plena, de 
acuerdo con la operación de que se trate. 

…  

…  

…  

…  

…  

…  

Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Sala de comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 12 de junio de 2008.  

La Comisión de Hacienda y Crédito Público  

Diputados: Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica), Emilio 
Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar 
Márquez Madrid (rúbrica), José Antonio Saavedra Coronel, Antonio Soto Sánchez (rúbrica), Ismael Ordaz 
Jiménez (rúbrica), Miguel Ángel González Salum (rúbrica), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan 
Ignacio Samperio Montaño, Joaquín Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída 
Marina Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López, Samuel Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas 
Aispuro Torres (rúbrica), Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla, Francisco Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja 
Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbrica), Carlos Alberto 
García González (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García (rúbrica), José Martín López 
Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), José Murat, 
Miguel Ángel Navarro Quintero, Raúl Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), Dolores María del Carmen Parra 
Jiménez, Jorge Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).  
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DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE RÉGIMEN, REGLAMENTOS Y PRÁCTICAS 
PARLAMENTARIAS, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL INCISO 
D), DEL PÁRRAFO 1, DEL ARTÍCULO 34 DE LA LEY ORGÁNICA DEL 
CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

HONORABLE ASAMBLEA:  

A la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, le fue turnada la 
iniciativa que reforma el artículo 34 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados José Martín López Cisneros del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Lorena Martínez Rodríguez, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional; Sonia Nohelia Ibarra Franquez del 
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y Ramón Valdés Chávez, 
del Grupo Parlamentario del Partido Convergencia, todos ellos integrantes del Comité de 
Administración de la Cámara de Diputados.  

Esta comisión, tras analizar su contenido, somete a la consideración de esta Honorable 
Asamblea el presente dictamen, conforme a lo siguiente:  

ANTECEDENTES  

En la sesión ordinaria de la Comisión Permanente del 17 de junio del presente, Diputados 
integrantes del Comité de Administración de la Cámara de Diputados, presentaron la 
iniciativa.  

La Mesa Directiva de la Comisión Permanente, la turnó a la Comisión de Régimen, 
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Cámara de Diputados.  

La iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamentaria No. 13, del martes 17 de junio de 
2008 de la Comisión Permanente.  

CONTENIDO DE LA INICIATIVA  

Conforme a la exposición de motivos, el primer párrafo del artículo 30 de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, señala que los Poderes Legislativo y Judicial y 
los entes autónomos enviarán a la Secretaría sus proyectos de presupuesto, a efecto de 
integrarlos al Proyecto de Presupuesto de Egresos, a más tardar 10 días naturales antes de la 
fecha de presentación del mismo.  

Asimismo, la iniciativa manifiesta que esta disposición no resulta compatible con el 
proceso interno de aprobación del Proyecto de presupuesto de la Cámara de Diputados.  

La propuesta de solución que dicha iniciativa expone es realizar la modificación al inciso 
d), del párrafo 1 del artículo 34 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos.  
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CONSIDERACIONES  

Corresponde a esta Cámara conocer y resolver esta iniciativa, atento a lo que disponen los 
artículos 70 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Corresponde a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, 
dictaminar esta propuesta legislativa, conforme lo que disponen los artículos 40, párrafo 2; 
y 45 párrafo 6, incisos e) y f) y párrafo 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 60, 87 y 88 del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.  

La iniciativa presentada reúne los requisitos formales y los que la práctica parlamentaria ha 
habituado.  

En efecto los integrantes de la Comisión coincidimos con los argumentos vertidos en la 
exposición de motivos de la iniciativa, en el sentido de que nuestra Ley Orgánica quedó 
desfasada ante la nueva Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en lo 
referente al presupuesto anual de esta soberanía, por lo que la iniciativa es de atenderse en 
sentido de dotar de facultades a la Junta de Coordinación Política para que apruebe el 
anteproyecto de presupuesto anual de la Cámara de Diputados, y con ello no incurrir en 
posible violación al propio texto normativo, sin demérito de las facultades que tiene 
establecidas el pleno, ya que en ultima instancia, será éste el que apruebe el presupuesto de 
la Cámara al discutir y votar el Presupuesto de Egresos de la Federación.  

En razón de todo lo antes expuesto, la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas 
Parlamentarias, resuelve que es de aprobarse la iniciativa en los términos expuestos, por las 
razones esgrimidas y en consecuencia somete a la consideración de la honorable asamblea 
el siguiente:  

Decreto por el que se reforma el artículo 34 de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos.  

Artículo Único. Se reforma el inciso d), del párrafo 1 del artículo 34 de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

ARTICULO 34.  

1. A la Junta le corresponden las atribuciones siguientes:  

a) ...  

b) ...  

c) ...  

d) Aprobar el anteproyecto del presupuesto anual de la Cámara de Diputados.  
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e) ...  

f) ...  

g) ...  

h) ...  

i) ... 

Artículo Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Así lo resolvieron los diputados integrantes de la Comisión de Régimen, Reglamentos y 
Prácticas Parlamentarias en junio de dos mil ocho.  

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias  

Diputados: Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), presidente; Ma. de los Ángeles Jiménez del Castillo 
(rúbrica), Jaime Espejel Lazcano (rúbrica), secretarios; María Elena Álvarez Bernal (rúbrica), Elías Cárdenas 
Márquez (rúbrica), Jorge Luis Garza Treviño (rúbrica), Alejandro Enrique Delgado Oscoy (rúbrica), Rutilio 
Escandón Cadenas, Jesús Vicente Flores Morfín (rúbrica), Silvano Garay Ulloa (rúbrica), Armando García 
Méndez, René Lezama Aradillas, Silvia Luna Rodríguez, Hugo Eduardo Martínez Padilla (rúbrica), Víctor 
Samuel Palma César (rúbrica), Marta Rocío Partida Guzmán (rúbrica), Manuel Portilla Diéguez (rúbrica), 
Juan José Rodríguez Prats (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez Aguirre, José Guillermo Velázquez Gutiérrez.  
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DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE JUSTICIA, Y DE GOBERNACIÓN, 
CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA DE 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL  

Honorable Asamblea:  

A las Comisiones Unidas de Justicia, y de Gobernación les fue turnada la minuta con 
proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral.  

Estas Comisiones Unidas, conforme a lo dispuesto por los artículos 71, 72, 73, fracción 
XXX y en relación a lo establecido en los artículos 99 y 105, fracción II, todos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6 incisos f) y g), de 
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, someten a la consideración de los integrantes de esta honorable asamblea el 
presente dictamen, basándose en los siguientes  

Antecedentes  

Primero. En sesión plenaria celebrada el día 17 de abril de 2008, la Mesa Directiva de la 
honorable Cámara de Senadores recibió una iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación y de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, presentada por los senadores Jesús Murillo Karam, del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional, Ricardo García Cervantes y Humberto Aguilar 
Coronado, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.  

Segundo. En esa misma fecha, la Mesa Directiva turnó la propuesta citada a las 
Comisiones Unidas de Justicia, Gobernación, y de Estudios Legislativos de la Cámara de 
Senadores del honorable Congreso de la Unión, para su análisis y elaboración del dictamen 
correspondiente.  

Tercero. En sesión celebrada el 21 de abril de 2008, fue aprobada la iniciativa en cita y se 
ordenó se turnara la minuta a la Cámara de Diputados.  

Cuarto. El 24 de abril del año en curso la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados 
recibió la minuta con proyecto de decreto, por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.  
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Quinto. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, turnó a las 
Comisiones Unidas de Justicia, y de Gobernación, la minuta en cita para su estudio y 
dictamen.  

Consideraciones  

1. Sobre la naturaleza de las reformas  

Primero. Como parte del proceso de reforma electoral emprendido por el Congreso de la 
Unión en abril de 2007, en el marco de los trabajos para la reforma del Estado, se 
produjeron diversas reformas constitucionales, una de ellas fue la que trajo consigo la 
expedición del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, que fuera 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de enero de 2008; quedando 
pendientes las adecuaciones a otras leyes electorales, o vinculadas a esa materia, de entre 
las que destacan Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.  

El penúltimo párrafo de la fracción II del artículo 105 constitucional dispone que:  

"Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo 
menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a 
aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales 
fundamentales". 

Ahora bien, de conformidad a lo establecido por el párrafo primero del artículo 210 del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, "el proceso electoral 
ordinario se inicia en el mes de octubre del año previo al de la elección…". En 
consecuencia, el proceso electoral ordinario de 2009 en que habrá de renovarse la totalidad 
de la Cámara de Diputados, dará inicio el 1 de octubre de 2008 por lo que resulta 
indispensable la debida promulgación y publicación de las reformas a las dos leyes materia 
de la minuta, antes de que se cumpla el plazo límite a que se refiere el citado artículo 105 
constitucional.  

Segundo. En este sentido, los legisladores integrantes de la LX Legislatura han presentado 
iniciativas con el fin de adecuar las disposiciones secundarias al nuevo marco 
constitucional y legal. Tal es el caso de las iniciativas que en las mismas materias fueron 
propuestas por las diputadas Esmeralda Cárdenas Sánchez y Claudia Sánchez Juárez, del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, el 15 de abril de 2008, y la iniciativa de 
los diputados Carlos Armando Biebrich Torres y José Rosas Aispuro, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, el 17 de abril de 2008. Las 
iniciativas descritas coinciden con el proyecto de reformas y adiciones remitido por el 
Senado, por lo que se reconoce que las propuestas señaladas contribuyeron a la discusión 
que armonizará los preceptos relativos a la justicia electoral con el nuevo marco 
constitucional en la materia.  

2. Contenido de la minuta  
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Primero. Se coincide con la Cámara de Senadores en realizar las adecuaciones 
conducentes en el plazo establecido, a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
en lo relativo a la estructura orgánica y competencias de las Salas del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación.  

Se debe recordar que desde 1991, las salas regionales del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, habían tenido el carácter de temporales, con funcionamiento y 
atribuciones solamente durante los procesos electorales federales; sin embargo, se ha 
considerado necesario que todas las salas del tribunal en cita, funcionen y ejerzan 
atribuciones de manera permanente, lo que supone, a partir de las nuevas bases establecidas 
en el artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, realizar una 
distribución de competencias entre la Sala Superior y las cinco salas regionales.  

Segundo. Así también, se está de acuerdo con el Senado, entre otras cosas, en que la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral debe contemplar las 
reglas y procedimiento que las salas observarán en el ejercicio de sus facultades para 
resolver la no aplicación de leyes en materia electoral contrarias a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, salvaguardando la calidad de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación como intérprete en última instancia de los preceptos constitucionales.  

Es así que el perfeccionamiento de los procedimientos para garantizar la correcta y 
oportuna ejecución de las sentencias dictadas por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación –que a la fecha sólo tenían como base tesis de jurisprudencia– con las nuevas 
normas, tanto los quejosos como las demás partes en el juicio verán fortalecidos sus 
derechos, con plena certidumbre jurídica.  

Tercero. Las adecuaciones propuestas en las leyes en análisis, tienen como objetivo 
fundamental reglamentar las disposiciones del artículo 99 constitucional, además de incluir 
ciertas adecuaciones que, sin derivar en forma directa de la reforma constitucional en 
materia electoral recientemente aprobada por el Congreso de la Unión, permitan dar 
armonía y coherencia a la legislación electoral federal en su conjunto.  

3. Modificaciones a la minuta  

A) Sobre la técnica legislativa del proyecto de decreto  

Estas Comisiones Unidas, después de haber realizado un estudio minucioso sobre las 
reformas propuestas por el Senado, estiman necesario realizar una serie de adecuaciones en 
cuanto a la técnica legislativa del proyecto de decreto que si bien, se insiste, son de mera 
técnica, se estiman importantes, pues algunas de ellas pudieran trascender en el sentido de 
las reformas al momento de la aplicación de la legislación.  

En este sentido, estas Comisiones Unidas consideraron oportuno realizar modificaciones en 
cuanto a la técnica legislativa de los artículos 131, 187, 189, 190, 191, 192, 195, 198, 209, 
212, 213, 215 y 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.  
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De la misma manera, se realizaron las modificaciones con el objetivo descrito en líneas que 
anteceden a los artículos 3, 9, 26, 62, 78, 80 y 96 de la Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral.  

Igualmente se considera oportuno señalar que estas comisiones realizaron la reforma del 
artículo 33 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
el cual no está contenido en la minuta proyecto de decreto, ya que al haberse adicionado un 
artículo 32 Bis, es necesario adecuarlo para que remita al artículo 32 de dicha ley.  

Igualmente, se plantea un nuevo contenido del intríngulis, es decir, las instrucciones del 
proyecto de decreto que señalan, de forma concreta, las reformas y adiciones de las 
legislaciones en estudio.  

Por cuanto hace a las reformas y adiciones a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, se sugiere que quede de la siguiente manera:  

"Artículo Primero. Se reforman los artículos 110, fracciones III, IV, V y VIII; 113 
segundo párrafo; 131, fracción XI; 185; 186, primer párrafo y la fracción II, 
segundo párrafo, 187; 189, fracciones I, II, III y XIV; 190; 191, fracción XXV; 192; 
194; 195; 196; 197, fracciones IX, XII y XIV; 198; 201, fracción X; 203; 204, 
fracción X; 209, fracción VII, VIII, XI, y XII; 212, fracción II, IV y V; 213, primer 
párrafo, fracciones V, VII y VIII; 219, primer párrafo; 223, primer párrafo; 227, 
incisos a), b), c) y d); 236; 238, primer párrafo; se adicionan a los artículos 112, un 
párrafo tercero, recorriéndose el actual para quedar como cuarto; 131, una fracción 
XII, recorriéndose la actual para quedar como XIII; 186, un párrafo tercero a la 
fracción II y los incisos f) y g) a la fracción III; 189, las fracciones XV, XVI, XVII 
y XVIII, recorriéndose la actual XV para quedar como XIX; 189 Bis; 197, una 
fracción XV, recorriéndose la actual para quedar como XVI; 201, una fracción XI, 
recorriéndose la actual para quedar como XII; 204, una fracción XI, recorriéndose la 
actual para quedar como XII; 227 Bis; y se derogan de los artículos 191, la fracción 
XII; 209, la fracción II; todos ellos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación". 

En lo que toca a las reformas y adiciones a la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, se propone en los términos siguientes:  

"Artículo Segundo. Se reforman los artículos 2; 3, párrafo 2, inciso d); 4, párrafo 1; 
6; 9, párrafo 1 e incisos d) y e); 10, inciso d); 11, párrafo 1, inciso b); 12, párrafo 1, 
inciso b); 17, párrafo 1 y 4, inciso a); 18, párrafos 1 y 2; 19, párrafo 1, incisos c) y 
e); 20, párrafo 1; 24, párrafo 1; 26, párrafo 3; 29; la denominación del Capítulo 
XIII, del Título Segundo, del Libro Primero, para quedar "Del cumplimiento y 
ejecución de las resoluciones de las Salas del Tribunal, de las medidas de apremio y 
de las correcciones disciplinarias"; 32, párrafo 1, inciso c); 33; 44, párrafo 1; 45; 47, 
párrafo 2; 50, párrafo 1, inciso a); 51; 52, párrafo 4; 56, párrafo 1, incisos f) y g); 
57, párrafo 2; 62, inciso a), fracción III; 71; la denominación del Capítulo III, del 
Título Sexto, del Libro Segundo, para quedar "De la nulidades de las elecciones 
federales"; 76, párrafo 1, incisos a) y b); 77, párrafo 1, incisos a) y b); 78, párrafo 1; 
79, párrafo 1; 80, párrafo 1, incisos d), e) y f); 83, párrafo 1, incisos a) y b); 84, 
párrafo 2, inciso b); 87; 90; 91, párrafo 1; 93, párrafo 2, inciso a); 94, párrafo 1; 96, 
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párrafo 1; 102; 104; 105; 106, párrafo 1; 107 y 108; se adicionan a los artículos 2, 
un párrafo 2; 4, un párrafo 2; 6, un párrafo 4; 9, un párrafo 4; 10, los incisos f) y g); 
21 Bis; 32 Bis; 43 Bis; 45, párrafo 1, inciso b), una fracción V, un inciso c), 
fracciones I y II; 52, un párrafo 5; 54, un párrafo 2; 55, un párrafo 2; 56, un inciso 
h); 61; 62, inciso a), una fracción IV; 77 Bis; 78, un párrafo 2; 79, un párrafo 2; 80, 
párrafo 1, un inciso g) y un párrafo 3; 94, párrafo 1, incisos a) y b), párrafo 2, 
recorriéndose el actual al 3; y se derogan del artículo 44, el párrafo 2; y del 51, el 
párrafo 2; todos ellos de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral". 

Finalmente, para dar mayor claridad al régimen transitorio que se establece, se propone 
separar los artículos relativos, agrupando en la parte primera del proyecto de decreto los 
que tienen que ver con las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
y en la segunda parte los que tienen relación con las disposiciones de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.  

B) Modificaciones de fondo  

Estas Comisiones Unidas estiman importante realizar algunas modificaciones al proyecto 
de decreto remitido por la colegisladora, con base en las siguientes consideraciones:  

a) Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación  

Artículos 110, 112 y 113  

No se tocan en la minuta; no obstante, se considera importante que se contemple dentro de 
la carrera judicial al personal del Tribunal Electoral, puesto que es un órgano parte del 
Poder Judicial de la federación, con el fin de no coartar su derecho de antigüedad, para 
poder acceder a contender por algún otro cargo.  

Artículo 131  

En la fracción XI se hace una remisión al artículo 47 de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos; sin embargo, el Título Tercero de dicha Ley 
se encuentra abrogado, en lo que respecta al ámbito federal, pues dichas disposiciones 
fueron trasladadas a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos, por lo que es pertinente que la remisión se haga al artículo 8 de la última de las 
leyes aludidas.  

En la fracción XII, se elimina la palabra "aplicables", por estimar que resulta redundante.  

Artículo 186  

En la fracción II, segundo párrafo, se considera pertinente precisar que será en el mes de 
septiembre cuando se notifique a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados la 
declaración de validez de la elección y la de presidente electo formulada por la Sala 
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Superior, a fin de evitar interpretaciones subjetivas y que el Bando Solemne se expida y 
publique de inmediato.  

Se adiciona un inciso f) a la fracción III, para otorgar competencia al Tribunal Electoral 
para resolver, en forma definitiva e inatacable, los conflictos concernientes a impedimentos 
presentados contra los magistrados, así como las controversias que se susciten por 
impugnaciones contra los actos del Consejo General, del consejero presidente o de la Junta 
General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, salvo aquellos que deriven de la 
designación de funcionarios en las juntas locales ejecutivas.  

Artículo 187  

En el primer párrafo, se modifica de cinco a cuatro magistrados, para la existencia de 
quórum en sesiones de la Sala Superior.  

En el párrafo tercero, se establece un procedimiento para el caso de vacante definitiva de un 
magistrado de Sala Superior, que deberá ser suplida por el magistrado de sala regional con 
mayor antigüedad, o, en su caso, de mayor edad, si existen asuntos de urgente atención.  

Se regula también, en el párrafo cuarto que se adiciona, la ausencia temporal de un 
magistrado que no exceda de treinta días, para establecer que será cubierta por el 
magistrado de sala regional con mayor antigüedad, o, en su caso, de mayor edad. Para tal 
efecto, el presidente de la Sala Superior deberá formular el requerimiento y la propuesta 
correspondientes, que someterá a la decisión del pleno de la propia sala.  

Artículo 189  

En la fracción XVIII de la minuta, III de este proyecto de decreto, se elimina la frase "sin 
fundamento" para conservar solamente "escritos frívolos" como una causal para que la Sala 
Superior aperciba, amoneste o imponga multas a los promoventes, toda vez que según el 
principio general del derecho "dime los hechos y yo te daré el derecho", entraña que los 
ciudadanos sólo deben dar los hechos a la autoridad para que ésta determine lo conducente, 
fundando y motivando su actuación, obligación que sólo compete a quien tiene el carácter 
de autoridad.  

Vale la pena destacar que los principios generales del derecho son una parte de la ciencia 
jurídica, pues pese a que no existe ninguna reglamentación o catálogo de éstos para su 
debida aplicación, la propia Constitución los recoge de manera genérica en su artículo 14, 
como parte del sistema de resolución de controversias mediante la interpretación, al 
establecer en su último párrafo, que "en los juicios del orden civil, la sentencia definitiva 
deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se 
fundará en los principios generales del derecho".  

Artículo 190  
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Se modifica el párrafo primero, para establecer que los magistrados de Sala Superior no 
podrán ser reelectos para el período inmediato posterior, y dar congruencia con el mandato 
que es aplicable al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sus salas y 
tribunales colegiados de circuito.  

En el segundo párrafo, se establece que en caso de renuncia, la Sala Superior procederá a 
elegir a un nuevo presidente, quien lo será hasta la conclusión del período para el que fue 
electo el sustituido, con la posibilidad de que éste pueda ser reelecto por una sola ocasión.  

Artículo 191  

La fracción XII vigente se deroga en congruencia con la reforma constitucional, dado el 
carácter permanente de las Salas, pues se refiere a la facultad de convocar a las salas 
regionales para resolver las impugnaciones que se presenten en los procesos electorales 
federales extraordinarios.  

Artículo 196  

Se modifica el párrafo primero, para establecer que los magistrados de sala regional no 
podrán ser reelectos para el período inmediato posterior, y dar congruencia con el mandato 
que es aplicable al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sus salas y 
tribunales colegiados de circuito.  

Artículo 205  

Se modifica el párrafo segundo, para que sea conservado en los términos vigentes, pues 
podría ser un inconveniente para la propia funcionalidad y operatividad de la comisión que 
el magistrado de Sala Superior que integra la Comisión de Administración sea designado 
cada año, dada la planeación a largo plazo; de ahí la necesidad de que sus miembros tengan 
cierta permanencia, tal como acontece con el resto de sus integrantes. Además, se estima 
que resulta incongruente que todos los integrantes de la comisión tengan permanencia, 
menos uno.  

Artículo 209  

En la fracción VIII, se establece como atribución de la Comisión de Administración instruir 
los procedimientos administrativos que correspondan por infracciones o faltas graves en las 
que incurran los magistrados de las salas regionales y proponer, en su caso, las sanciones 
respectivas a la Sala Superior. Asimismo, se da al magistrado destituido o suspendido el 
derecho de apelar tal decisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

Al respecto, se estima que el hecho de que la Suprema Corte pueda revisar en segunda 
instancia las determinaciones sobre destitución o suspensión, pudiera violar el mandato de 
la fracción VI del artículo 99 constitucional, que señala que al tribunal electoral le 
corresponde resolver, en forma definitiva e inatacable, sobre los conflictos o diferencias 
laborales entre el tribunal y sus servidores.  
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Es por ello que, se propone se conserve la redacción y términos que contempla la fracción 
IX de la normatividad vigente, a fin de que no cause afectación alguna a los derechos de los 
magistrados a los cuales se les siga un procedimiento de suspensión o destitución.  

Artículos 212, 213 y 215  

Relativo a los requisitos para ser magistrado de Sala Superior, de sala regional, 
subsecretario general de Acuerdos de Sala Superior y secretario general de salas regional, 
se modifica la minuta, a fin de preservar las fracciones III, VI y V vigentes, 
respectivamente, que establecen el mandato de no desempeñar ni haber desempeñado el 
cargo de presidente del Comité Ejecutivo Nacional o equivalente de un partido político; 
asimismo, se conserva el término de seis años en las fracciones respectivas, para poder ser 
elegible para cualquiera de dichos cargos.  

Artículo 236  

Se adecua la remisión que se hace al párrafo sexto del artículo 99 constitucional en la 
minuta, pues es el párrafo séptimo el relativo a la resolución de contradicción de tesis.  

b) Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral  

Artículo 2  

Se adiciona un párrafo 2, a fin de establecer que la conservación de la libertad de decisión 
política y el derecho a la autoorganización de los partidos políticos, deberá ser considerada 
por las autoridades electorales competentes, al momento de resolver las impugnaciones 
relativas a los asuntos internos de los partidos políticos.  

Artículo 3  

Se modifica el inciso d) para armonizarlo con el texto del artículo 99 constitucional, 
fracción IV.  

Artículo 9  

El párrafo 2 de la minuta, 4 de este proyecto de decreto, se modifica para establecer el uso 
de medios de notificación de manera electrónica, definiendo que se realizará notificación 
electrónica de la resolución cuando las partes así lo soliciten, para lo cual el tribunal 
proveerá de un certificado de firma electrónica avanzada a quien así lo solicite. Asimismo, 
se precisa que las partes podrán proporcionar dirección de correo electrónico que cuente 
con mecanismos de confirmación de los envíos de las notificaciones, y manifestar 
expresamente su voluntad de ser notificados por esta vía.  

Artículo 26  
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Dado que el párrafo 2 del artículo 9 de la minuta, ha sido reubicado como párrafo 4 por 
técnica legislativa, para conservar el historial de dicho artículo, es congruente modificar la 
redacción del párrafo 3 del numeral 26, para hacer la remisión al párrafo 4 del numeral 9 
respecto a las notificaciones por medio electrónico, y no al 2.  

Artículo 29  

Este artículo no se contempla en la minuta; sin embargo, el texto vigente es reformado para 
regular de manera más precisa todo lo relativo a las notificaciones, así como el 
procedimiento que se ha de seguir para realizarlas y el momento en que surten efectos. 
También se incluye lo concerniente a las notificaciones de manera electrónica.  

Artículo 32 Bis  

Se reformula la propuesta, a efecto de perfeccionar la redacción y establecer el término para 
rendir el informe de cumplimiento y sus efectos jurídicos.  

En relación con el cumplimiento de las sentencias, en que los interesados podrán promover 
el incidente por incumplimiento, defecto a exceso en el cumplimiento, se modifica el plazo 
para el primer supuesto, de treinta a diez días.  

Artículo 33  

Si bien no se contempla en la minuta, debe precisarse la remisión al artículo 32, pues el 
texto vigente alude al artículo anterior refiriéndose a los medios de apremio y correcciones 
disciplinarias, que ya no es el correlativo, pues se adiciona un numeral 32 Bis.  

Artículo 43 Bis  

Se adiciona a efecto de que exista un medio de defensa en contra de las resoluciones del 
Órgano Técnico de Fiscalización del Instituto Federal Electoral, que pongan fin al 
procedimiento de liquidación, así como los actos que integren dicho procedimiento, 
siempre que causen una afectación sustantiva al promovente.  

Artículo 45  

Este artículo no se reforma en la minuta; no obstante, es necesario realizar la adecuación 
derivada del artículo 43 Bis analizado en líneas que anteceden, a efecto de legitimar para la 
presentación del recurso de apelación en contra de las resoluciones del Órgano Técnico de 
Fiscalización del Instituto Federal Electoral, a los dirigentes, militantes, afiliados, 
adherentes o simpatizantes de un partido político nacional, mediante la adición de una 
fracción V.  

De igual forma, se hace necesario adicionar un inciso c) con dos fracciones, para establecer 
que en el supuesto de impugnar una resolución del Órgano Técnico de Fiscalización que 
ponga fin al procedimiento de liquidación, así como los actos que integren ese 
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procedimiento, que causen una afectación sustantiva al promovente, estarán legitimados 
para apelar los partidos políticos en período de prevención o en liquidación, por conducto 
de sus representantes legítimos, al momento del inicio del periodo de prevención; y las 
personas físicas o jurídicas que se ostenten como acreedores del partido político en 
liquidación, por propio derecho o a través de sus representantes.  

Artículo 51  

Este numeral no se contempla en la minuta; sin embargo, se propone derogar el párrafo 2, a 
fin de que el escrito de protesta deje de ser un requisito de procedibilidad del juicio de 
inconformidad.  

Artículo 61  

No se contempla en la minuta, pero se estima procedente reformar dicho numeral, de 
acuerdo a las modificaciones que se realizan en la minuta al artículo 62, con el objeto de 
establecer que los supuestos para la procedencia del recurso de reconsideración respecto de 
las sentencias de fondo dictadas por las salas regionales.  

Artículo 78  

En la minuta se incluyó la nulidad de la elección de presidente de la república, cuando se 
hayan cometido en forma generalizada violaciones sustanciales en la jornada electoral, que 
se encuentren plenamente acreditadas y además se demuestre que las mismas fueron 
determinantes para el resultado de la elección.  

La minuta fue modificada, a efecto de excluir la elección presidencial; por tanto, las 
causales genéricas de nulidad sólo serán procedentes en elecciones de diputados y 
senadores.  

Artículo 83  

Se modifica la fracción I del inciso a) para incluir como competencia de la Sala Superior 
los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, 
derivados de elecciones de gobernadores.  

Artículo 94  

Se adiciona un párrafo 2, recorriéndose en su orden el actual, para establecer que las 
determinaciones a las que se refiere el párrafo segundo del artículo 207 del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, esto es, el cambio de adscripción o de 
horario del personal del Instituto Federal Electoral, sólo podrán ser impugnados por el 
funcionario directamente interesado, en las causas expresamente establecidas en el estatuto 
y una vez agotados todos los medios de defensa internos.  

Artículo 96  
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Este artículo no se contempla en la minuta; no obstante, es necesario, en congruencia con la 
reforma constitucional, cambiar en el párrafo 1 "Sala Superior" por "sala competente", dada 
la redistribución de competencias.  

c) Régimen de transitoriedad  

En cuanto al régimen transitorio establecido, estas Comisiones Unidas consideran necesario 
realizar diversos ajustes, lo anterior en virtud de que en la minuta proveniente de la 
colegisladora se establecieron plazos de entrada en vigor del proyecto de decreto que han 
quedado superados por la realidad.  

Por tal motivo, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 105 constitucional, el Proyecto de 
Decreto materia del presente dictamen entraría en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.  

La colegisladora estableció igualmente plazos y procedimientos para atender el 
equipamiento material y humano de las cinco salas regionales del tribunal electoral 
partiendo del supuesto de que el decreto sería publicado en el mes de mayo del año en 
curso.  

No habiendo ocurrido lo anterior, y ante la inminencia del cumplimiento del plazo previsto 
por el artículo 105 constitucional, se considera necesario establecer un procedimiento más 
ágil y un plazo más breve a fin de que, a través de la Comisión de Administración del 
Tribunal Electoral, en uso de sus facultades constitucionales y legales, se determinen las 
necesidades para el equipamiento material y humano de las cinco Salas Regionales 
partiendo de la reasignación de recursos y plazas presupuestarias de personal jurídico y 
administrativo actualmente asignado o adscrito a la Sala Superior, y en su caso de la 
solicitud de ampliación presupuestal que establezca la propia Comisión de Administración, 
la que, por única vez, turnará dicha solicitud de manera directa al titular del Poder 
Ejecutivo federal a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la que deberá 
resolver lo conducente en un plazo máximo de quince días naturales.  

De esta forma, en un plazo que no deberá exceder de treinta días naturales, contados a partir 
de la entrada en vigor del presente decreto, deberá quedar cumplimentado, al menos en sus 
aspectos fundamentales, el equipamiento material y humano de las salas regionales, a fin de 
que éstas inicie el ejercicio pleno de sus facultades y atribuciones a más tardar en el plazo 
señalado en el Artículo Cuarto Transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación.  

Estas Comisiones Unidas precisan que cualquier ampliación presupuestal en el ejercicio 
fiscal en curso que solicite la Comisión de Administración del Tribunal, deberá estar directa 
y exclusivamente vinculada a la atención de las necesidades de las cinco salas regionales, 
conforme a los criterios y reglas que determine la propia comisión.  

Por otra parte, la colegisladora estableció los plazos y fechas precisas para el inicio de la 
renovación escalonada de los magistrados de las Salas Superior y regionales del tribunal 
electoral, habiendo incurrido en imprecisiones respecto de esas fechas, atendiendo a las de 
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inicio del mandato de los magistrados en funciones. Por tal motivo, estas Comisiones 
Unidas proceden a realizar los ajustes necesarios.  

Lo anterior, hace necesaria una nueva numeración de los artículos transitorios, la que se 
contiene en el presente proyecto de decreto.  

Por armonía y congruencia entre el régimen transitorio de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación y el de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral, se realizan las adecuaciones pertinentes en el Artículo Primero 
Transitorio del segundo de los ordenamientos antes referidos.  

Con base en las consideraciones jurídicas referidas en párrafos precedentes, la minuta en 
estudio es de aprobarse con las modificaciones planteadas, por lo que se remite al Senado 
para los efectos del inciso e) del artículo 72, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  

Por lo anteriormente expuesto y fundado, estas Comisiones Unidas de Justicia, y de 
Gobernación someten a consideración del Pleno el siguiente proyecto de:  

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación y de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral  

Artículo Primero. Se reforman los artículos 110, fracciones III, IV, V y VIII; 113, 
segundo párrafo; 131, fracción XI; 185; 186, primer párrafo y la fracción II, segundo 
párrafo, 187; 189, fracciones I, II, III y XIV; 190; 191, fracción XXV; 192; 194; 195; 196; 
197, fracciones IX, XII y XIV; 198; 201, fracción X; 203; 204, fracción X; 209, fracciones 
VII, VIII, y XII; 212, fracción II; 213, primer párrafo y fracción V; 219, primer párrafo; 
223, primer párrafo; 227, incisos a), b), c) y d); 236; 238, primer párrafo; se adicionan a 
los artículos 112, un párrafo tercero, recorriéndose el actual para quedar como cuarto; 131, 
una fracción XII, recorriéndose la actual para quedar como XIII; 186, un párrafo tercero a 
la fracción II y los incisos f) y g) a la fracción III; 189, las fracciones XV, XVI, XVII y 
XVIII, recorriéndose la actual XV para quedar como XIX; 189 Bis; 191, fracción XXVI; 
197, una fracción XV, recorriéndose la actual para quedar como XVI; 201, una fracción XI, 
recorriéndose la actual para quedar como XII; 204, una fracción XI, recorriéndose la actual 
para quedar como XII; 227 Bis; y se derogan de los artículos 191, la fracción XII; 209, la 
fracción II; todos ellos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar 
como sigue:  

Artículo 110. …  

I. y II. …  

III. Secretario General de Acuerdos de la Suprema Corte de Justicia o de la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;  
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IV. Subsecretario General de Acuerdos de la Suprema Corte de Justicia o de la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;  

V. Secretario de Estudio y Cuenta de Ministro o Secretarios de Estudio y Cuenta e 
Instructores de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación;  

VI. y VII. …  

VIII. Secretario de Tribunal de Circuito o Secretario de Estudio y Cuenta de las Salas 
Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;  

IX. y X. …  

Artículo 112. …  

Para acceder a las categorías señaladas en las fracciones III a X del artículo 110 de esta ley 
se requerirá el acreditamiento de un examen de aptitud.  

Los servidores públicos del Tribunal Electoral serán designados conforme a lo que se 
establezca en esta ley, salvo que pretendan acceder a alguna de las demás categorías 
de la carrera judicial, en cuyo caso se ajustarán a lo dispuesto respecto de esos cargos 
en la ley o en lo que determine el Consejo de la Judicatura.  

…  

Artículo 113. …  

En los concursos internos de oposición para la plaza de magistrados de circuito, únicamente 
podrán participar los jueces de distrito y los Magistrados de Salas Regionales del 
Tribunal Electoral, y para los concursos de plaza de juez de distrito, quienes se encuentren 
en las categorías señaladas en las fracciones III a IX del artículo 110 de esta ley.  

Artículo 131. …  

I. a X. …  

XI. Las previstas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, siempre que no fueren contrarias a la 
naturaleza de la función jurisdiccional;  

XII. Incumplir las disposiciones constitucionales y legales en materia de propaganda y 
de informes de labores o de gestión, y  

XIII. Las demás que determine la ley.  
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Artículo 185. El Tribunal Electoral funcionará en forma permanente con una Sala 
Superior y con cinco Salas Regionales; sus sesiones de resolución jurisdiccional serán 
públicas.  

Artículo 186. En los términos de lo dispuesto por los artículos 41, Base VI; 60, párrafos 
segundo y tercero y 99, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Tribunal Electoral, de conformidad con lo que señalen la propia Constitución 
y las leyes aplicables, es competente para:  

I. y II. …  

La declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo formulada por la Sala 
Superior, se notificará a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados para el mes de 
septiembre del año de la elección, a efecto de que esta última expida y publique de 
inmediato el Bando Solemne a que se refiere la fracción I del artículo 74 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Las Salas del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de una elección por las 
causales que expresamente se establezcan en la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral;  

III. …  

a) a e) …  

f) Conflictos concernientes a impedimentos presentados contra los magistrados;  

g) Impugnaciones contra los actos del Consejo General, del Consejero Presidente o de 
la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, salvo aquellos que deriven 
de la designación de funcionarios en las juntas locales ejecutivas;  

IV. a X. …  

Artículo 187. La Sala Superior se integrará por siete magistrados electorales y tendrá su 
sede en el Distrito Federal. Bastará la presencia de cuatro magistrados para que pueda 
sesionar válidamente y sus resoluciones se tomarán por unanimidad, mayoría calificada en 
los casos expresamente señalados en las leyes o mayoría simple de sus integrantes.  

Los magistrados durarán en su encargo nueve años improrrogables; su elección será 
escalonada.  

En caso de vacante definitiva se nombrará a un nuevo magistrado quien durará en su 
cargo por el tiempo restante al del nombramiento original. En este caso, mientras se 
hace la elección respectiva, la ausencia será suplida por el magistrado de Sala 
Regional con mayor antigüedad, o, en su caso, de mayor edad, si existen asuntos de 
urgente atención.  
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La ausencia temporal de un magistrado electoral, que no exceda de treinta días, será 
cubierta por el magistrado de Sala Regional con mayor antigüedad, o, en su caso, de 
mayor edad. Para tal efecto, el presidente de la Sala Superior formulará el 
requerimiento y la propuesta correspondientes, mismos que someterá a la decisión del 
Pleno de la Propia Sala.  

Para hacer la declaración de validez y de Presidente Electo de los Estados Unidos 
Mexicanos, o para declarar la nulidad de tal elección, la Sala Superior deberá sesionar 
con la presencia de por lo menos seis de sus integrantes.  

Los magistrados electorales sólo podrán abstenerse de votar cuando tengan 
impedimento legal o no hayan estado presentes en la discusión del asunto. En caso de 
empate el Presidente tendrá voto de calidad.  

Cuando un magistrado electoral disintiere de la mayoría o su proyecto fuera 
rechazado, podrá formular voto particular, el cual se insertará al final de la sentencia 
aprobada, siempre y cuando se presente antes de que sea firmada esta última.  

Artículo 189. …  

I. Conocer y resolver, en forma definitiva e inatacable, las controversias que se susciten 
por:  

a) Los juicios de inconformidad, en única instancia, que se presenten en contra de los 
cómputos distritales de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en los 
términos de la ley de la materia. Una vez resueltos los que se hubieren interpuesto, siempre 
que dichos juicios no tengan como efecto la nulidad de la elección, realizará el cómputo 
final, procediendo a formular la declaración de validez de la elección y la de Presidente 
Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos. Las 
decisiones que adopte la Sala Superior serán comunicadas de inmediato a la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión para los efectos constitucionales correspondientes;  

b) Los recursos de reconsideración a que se refiere el párrafo tercero del artículo 60 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en segunda instancia se 
presenten en contra de las resoluciones de las Salas Regionales recaídas a los medios de 
impugnación previstos en la ley de la materia, en las elecciones federales de diputados y 
senadores;  

c) Los recursos de apelación, en única instancia, que se presenten en contra de actos y 
resoluciones de los órganos centrales del Instituto Federal Electoral;  

d) Los juicios de revisión constitucional electoral, en única instancia y en los términos 
previstos en la ley de la materia, por actos o resoluciones definitivos y firmes de las 
autoridades competentes para organizar, calificar o resolver las impugnaciones en los 
procesos electorales de las entidades federativas, que pudiesen ser violatorios de los 
preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
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determinantes para el desarrollo del proceso electoral respectivo o el resultado final 
de las elecciones de Gobernador y de Jefe de Gobierno del Distrito Federal;  

e) Los juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, en 
única instancia y en los términos de la ley de la materia, que se promuevan por 
violación al derecho de ser votado en las elecciones de Presidente Constitucional de los 
Estados Unidos Mexicanos, de diputados federales y senadores por el principio de 
representación proporcional, o de Jefe de Gobierno del Distrito Federal; los que se 
promuevan por violación al derecho de asociarse individual y libremente para tomar 
parte en forma pacífica en los asuntos políticos, así como los que se presenten en 
contra de las determinaciones de los partidos políticos en la selección de sus 
candidatos en las elecciones antes mencionadas o en la integración de sus órganos 
nacionales. En los dos últimos casos la Sala Superior admitirá el medio de 
impugnación una vez que los quejosos hayan agotado los medios partidistas de 
defensa;  

f) Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal Electoral y sus servidores, y  

g) Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus 
servidores adscritos a órganos centrales.  

II. Las impugnaciones por la determinación y, en su caso, aplicación de sanciones 
impuestas por los órganos centrales del Instituto a ciudadanos, partidos políticos, 
organizaciones o agrupaciones políticas o de ciudadanos, observadores y cualquier otra 
persona física o moral, pública o privada, en los términos de la ley de la materia;  

III. Apercibir, amonestar e imponer multas hasta por doscientas veces el importe del 
salario mínimo diario general vigente en el Distrito Federal al momento de cometerse 
la falta, a aquellas personas que falten al respeto de algún órgano o miembro del 
Tribunal Electoral en las promociones que hagan o aquellos que presenten 
impugnaciones o escritos frívolos;  

IV. a XIII. …  

XIV. Vigilar que se cumplan las normas de registro y seguimiento de la situación 
patrimonial de los servidores de la Sala Superior ante la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación;  

XV. Aprobar los lineamientos para el desahogo de los procedimientos sancionadores 
por las infracciones en las que incurran los magistrados electorales de las Salas 
Regionales y el personal administrativo adscrito al Tribunal;  

XVI. Ejercer la facultad de atracción, ya sea de oficio, o bien, a petición de parte o de 
alguna de las Salas Regionales, para conocer de aquellos asuntos que por su 
importancia y trascendencia así lo ameriten, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
189 Bis de esta ley;  
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XVII. Remitir para su resolución a las Salas Regionales del Tribunal, con fundamento 
en los acuerdos generales que dicte, los asuntos de su competencia en los que hubiere 
establecido jurisprudencia, atendiendo a un principio de racionalidad que privilegie la 
pronta y expedita impartición de la justicia electoral. Dichos acuerdos surtirán efectos 
después de publicados en el Diario Oficial de la Federación. La determinación que 
emita la Sala Superior respecto de ejercer o no la facultad de delegación será 
inatacable;  

XVIII. Resolver, en la esfera de su competencia, la no aplicación, en casos concretos, 
de leyes electorales que sean contrarias a la Constitución; y  

XIX. Las demás que le confieran las leyes y el Reglamento Interno del Tribunal.  

Artículo 189 Bis. La facultad de atracción de la Sala Superior a que se refiere la 
fracción XVI del artículo anterior, podrá ejercerse, por causa fundada y motivada, en 
los siguientes casos:  

a) Cuando se trate de medios de impugnación que, a juicio de la Sala Superior, por su 
importancia y trascendencia así lo ameriten.  

b) Cuando exista solicitud razonada y por escrito de alguna de las partes, 
fundamentando la importancia y trascendencia del caso.  

c) Cuando la Sala Regional que conozca del medio de impugnación lo solicite.  

En el supuesto previsto en el inciso a), cuando la Sala Superior ejerza de oficio la 
facultad de atracción, se lo comunicará por escrito a la correspondiente Sala Regional, 
la cual, dentro del plazo máximo de setenta y dos horas, remitirá los autos originales a 
aquélla, notificando a las partes dicha remisión.  

En el caso del inciso b), aquellos que sean partes en el procedimiento del medio de 
impugnación competencia de las Salas Regionales deberán solicitar la atracción, ya 
sea al presentar el medio impugnativo; cuando comparezcan como terceros 
interesados, o bien cuando rindan el informe circunstanciado, señalando las razones 
que sustenten la solicitud. La Sala Regional competente, bajo su más estricta 
responsabilidad, notificará de inmediato la solicitud a la Sala Superior, la cual 
resolverá en un plazo máximo de setenta y dos horas.  

En el supuesto contenido en el inciso c), una vez que el medio de impugnación sea 
recibido en la Sala Regional competente para conocer del asunto, ésta contará con 
setenta y dos horas para solicitar a la Sala Superior la atracción del mismo, mediante 
el acuerdo correspondiente, en el que se precisen las causas que ameritan esa solicitud. 
La Sala Superior resolverá lo conducente dentro de las setenta y dos horas siguientes 
a la recepción de la solicitud.  
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La determinación que emita la Sala Superior respecto de ejercer o no la facultad de 
atracción será inatacable.  

Artículo 190. Los Magistrados de la Sala Superior elegirán de entre ellos a su 
Presidente, quien lo será también del Tribunal, por un periodo de cuatro años, quien 
no podrá ser reelecto para el periodo inmediato posterior.  

En caso de renuncia la Sala Superior procederá a elegir a un nuevo Presidente, quien 
lo será hasta la conclusión del periodo para el que fue electo el sustituido. Este nuevo 
titular de la Presidencia del Tribunal, de ser el caso, podrá ser reelecto por una sola 
ocasión.  

Las ausencias del Presidente serán suplidas, si no exceden de un mes, por el 
magistrado electoral de mayor antigüedad o, en su caso, de mayor edad. Si la ausencia 
excediere dicho plazo pero fuere menor a seis meses, se designará a un Presidente 
interino, y si fuere mayor a ese término, se nombrará a un Presidente sustituto para 
que ocupe el cargo hasta el final del periodo.  

Artículo 191. …  

I. a XI. …  

XII. Se deroga.  

XIII. a XXIV. …  

XXV. Vigilar que se cumplan las disposiciones del Reglamento Interno del Tribunal;  

XXVI. Enviar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación los informes relativos a las 
sentencias sobre la no aplicación de leyes en materia electoral contrarias a la 
Constitución, y  

XXVII. Las demás que señalen las leyes, el Reglamento Interno o aquellas que sean 
necesarias para el correcto funcionamiento del Tribunal.  

Artículo 192. El Tribunal Electoral contará con cinco Salas Regionales que se 
integrarán por tres magistrados electorales y su sede será la ciudad designada como 
cabecera de cada una de las circunscripciones plurinominales en que se divida el país, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 53 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y la ley de la materia.  

Los magistrados de las salas regionales durarán en su encargo nueve años 
improrrogables, salvo si son promovidos a cargos superiores. La elección de los 
magistrados será escalonada.  
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En caso de vacante definitiva se nombrará a un nuevo magistrado por el tiempo 
restante al del nombramiento original.  

En los casos de elecciones extraordinarias la Sala Regional con competencia territorial 
en donde hayan de celebrarse resolverá las impugnaciones que pudieren surgir 
durante las mismas.  

Artículo 194. La ausencia temporal de un magistrado de Sala Regional que no exceda de 
treinta días, será cubierta por el secretario general o, en su caso, por el secretario con mayor 
antigüedad de la sala respectiva, según acuerde el presidente de la misma. Cuando la 
ausencia exceda el plazo anterior será cubierta en los mismos términos, previa 
aprobación de la Sala Superior.  

Si la ausencia de un magistrado es definitiva, el Presidente de la respectiva Sala lo 
notificará de inmediato a la Sala Superior, la que procederá a dar aviso a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación a fin de que se haga la propuesta a la Cámara de 
Senadores para que se elija al magistrado que corresponda. En este caso, mientras se 
hace la elección respectiva, la ausencia será suplida por el secretario general o por el 
secretario con mayor antigüedad de la propia Sala.  

Artículo 195. Cada una de las Salas Regionales, en el ámbito en el que ejerza su 
jurisdicción, tendrá competencia para:  

I. Conocer y resolver, en única instancia y en forma definitiva e inatacable, los 
recursos de apelación que se presenten en contra de actos y resoluciones de la 
autoridad electoral federal, con excepción de los de órganos centrales del Instituto 
Federal Electoral, de conformidad con lo dispuesto en la ley de la materia;  

II. Conocer y resolver los juicios de inconformidad que se presenten en las elecciones 
federales de diputados y senadores por el principio de mayoría relativa, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley de la materia;  

III. Los juicios de revisión constitucional electoral, en única instancia y en los 
términos previstos en la ley de la materia, por actos o resoluciones definitivos y firmes 
de las autoridades competentes para organizar, calificar o resolver las impugnaciones 
en los procesos electorales de las entidades federativas, que pudiesen ser violatorios de 
los preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
determinantes para el desarrollo del proceso electoral respectivo o el resultado final 
de las elecciones de diputados locales y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 
así como de ayuntamientos y de los titulares de los órganos político-administrativos en 
las demarcaciones territoriales del Distrito Federal.  

Estas impugnaciones solamente procederán cuando habiéndose agotado en tiempo y 
forma todos los recursos o medios de defensa que establezcan las leyes por los que se 
pueda modificar, revocar o anular el acto o resolución impugnado, la violación 
reclamada ante el Tribunal Electoral pueda resultar determinante para el desarrollo 
del proceso electoral respectivo o el resultado final de las elecciones, y la reparación 
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solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales, y ello 
sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de 
los órganos o la toma de posesión de los funcionarios electos;  

IV. Conocer y resolver, en única instancia y en forma definitiva e inatacable, los 
juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano que se 
promuevan por:  

a) La violación al derecho de votar en las elecciones constitucionales;  

b) La violación al derecho de ser votado en las elecciones federales de diputados y 
senadores por el principio de mayoría relativa, en las elecciones de diputados locales y 
a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, ayuntamientos y titulares de los 
órganos político-administrativos en las demarcaciones territoriales del Distrito 
Federal, siempre y cuando se hubiesen reunido los requisitos constitucionales y los 
previstos en las leyes para su ejercicio;  

c) La violación al derecho de ser votado en las elecciones de los servidores públicos 
municipales diversos a los electos para integrar los ayuntamientos, y  

d) La violación de los derechos político-electorales por determinaciones emitidas por 
los partidos políticos en la elección de candidatos a los cargos de diputados federales y 
senadores por el principio de mayoría relativa, diputados locales y a la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, ayuntamientos, titulares de los órganos político-
administrativos en las demarcaciones territoriales del Distrito Federal y dirigentes de 
los órganos de dichos institutos distintos a los nacionales. La sala regional 
correspondiente admitirá el medio de impugnación una vez que los quejosos hayan 
agotado los medios partidistas de defensa.  

V. Calificar y resolver las excusas que presenten los magistrados electorales de la Sala 
respectiva;  

VI. Encomendar a los secretarios y actuarios, la realización de diligencias que deban 
practicarse fuera de las instalaciones de la sala;  

VII. Fijar la fecha y hora de sus sesiones públicas;  

VIII. Elegir, a quien fungirá como su Presidente;  

IX. Nombrar, conforme a los lineamientos generales que dicte la Comisión de 
Administración, al secretario general, secretarios y actuarios, así como al demás 
personal jurídico y administrativo;  

X. Resolver, en la esfera de su competencia, la no aplicación, en casos concretos, de 
leyes electorales que sean contrarias a la Constitución;  
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XI. Resolver los asuntos relativos a los partidos políticos y a las agrupaciones o 
asociaciones políticas de carácter local;  

XII. Conocer y resolver en forma definitiva e inatacable, las diferencias laborales 
entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores adscritos a los órganos 
desconcentrados;  

XIII. Conceder licencias a los magistrados electorales que la integran, siempre que no 
excedan de un mes, en los términos del inciso d) del artículo 227-Bis de esta ley, y  

XIV. Las que les delegue la Sala Superior y las demás que señalen las leyes.  

Las facultades antes establecidas se sujetarán a los acuerdos generales que emita la 
Sala Superior, los que en ningún caso podrán hacerlas nugatorias de manera 
permanente. Los acuerdos específicos que en uso de su facultad de delegación emita la 
Sala Superior no establecerán jurisprudencia.  

Artículo 196. Los magistrados de cada sala regional elegirán de entre ellos a su 
Presidente, quien durará en su cargo tres años y no podrá ser reelecto para el periodo 
inmediato posterior.  

Las ausencias del presidente serán suplidas, si no exceden de un mes, por el 
magistrado de la misma Sala Regional que tuviere mayor antigüedad o, en su caso, el 
de mayor edad. Si la ausencia excediere dicho plazo pero fuere menor a seis meses, la 
Sala correspondiente designará a un presidente interino, y si fuere mayor a ese 
término, se nombrará a un Presidente sustituto para que ocupe el cargo hasta el final 
del periodo, quién podrá ser reelecto por una sola vez. Lo dispuesto en este párrafo se 
observará sin perjuicio de lo establecido en el artículo 194 de esta ley.  

Artículo 197. …  

I. a VIII. ….  

IX. Informar al Presidente del Tribunal sobre las ausencias definitivas de los magistrados 
electorales y del secretario general, secretarios y demás personal jurídico y administrativo 
de la Sala;  

X. y XI. …  

XII. Solicitar al Presidente del Tribunal, para los efectos legales conducentes, la 
suspensión, remoción o cese de magistrados electorales, secretario general, secretarios, 
actuarios, así como del personal jurídico y administrativo de la Sala;  

XIII. …  
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XIV. Vigilar que se cumplan las disposiciones del Reglamento Interno del Tribunal, así 
como los acuerdos generales que dicte la Sala Superior;  

XV. Enviar a la Sala Superior los informes relativos a la no aplicación de leyes sobre la 
materia electoral contrarias a la Constitución, y  

XVI. Las demás que sean necesarias para el correcto funcionamiento de la Sala o que 
establezca la ley o el Reglamento Interno.  

Artículo 198. Las ausencias definitivas de los magistrados electorales del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, serán cubiertas, previa convocatoria pública a los 
interesados, de conformidad con las reglas y procedimiento siguientes:  

a) El pleno de la Suprema Corte aprobará por mayoría simple de los presentes en sesión 
pública, las propuestas que en terna propondrá a la Cámara de Senadores;  

b) El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación hará llegar a la Cámara de 
Senadores las propuestas en una terna para cada uno de los cargos de magistrados a elegir 
para las Salas Regionales y Superior del Tribunal;  

c) Se indicará la Sala para la que se propone cada terna;  

d) De entre los candidatos de cada terna, la Cámara de Senadores elegirá, dentro de los 
quince días siguientes a la recepción de la propuesta, a los magistrados electorales por el 
voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, y  

e) Si ninguno de los candidatos de la terna obtuviera la mayoría calificada, se notificará a la 
Suprema Corte para que se presente una nueva terna, la cual deberá enviarse dentro de los 
tres días siguientes, para que se vote a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la 
recepción de la nueva propuesta, en la que no podrán incluirse candidatos propuestos 
previamente.  

Artículo 201. …  

I. a IX…  

X. Expedir los certificados de constancias que se requieran;  

XI. Llevar el registro de las sentencias relativas a la no aplicación de leyes sobre la materia 
electoral y auxiliar al Presidente del Tribunal para hacerlas del conocimiento de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, y  

XII. Las demás que le señalen las leyes.  

Artículo 203. Para el ejercicio de sus funciones cada una de las Salas Regionales nombrará 
a un secretario general de acuerdos.  
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Artículo 204. …  

I. a IX…  

X. Informar permanentemente al Presidente de la Sala sobre el funcionamiento de las áreas 
a su cargo y el desahogo de los asuntos de su competencia;  

XI. Llevar el registro de las sentencias relativas a la no aplicación de leyes sobre la materia 
electoral y auxiliar al presidente de la sala para hacerlas del conocimiento de la Sala 
Superior, y  

XII. Las demás que les señalen las leyes.  

Artículo 209. …  

I…  

II. Se deroga.  

III. a VI. …  

VII. Conceder licencias al personal administrativo adscrito al tribunal en los términos 
previstos en esta ley;  

VIII. Conocer de las renuncias que presenten los secretarios y demás personal de las Salas 
Regionales;  

IX. a XI. …  

XII. Resolver, por causa fundada y motivada, la suspensión, remoción o cese de los 
secretarios generales, secretarios, así como del personal jurídico y administrativo de las 
Salas Regionales;  

XIII. a XXXI. …  

Artículo 212. …  

I…  

II. Acreditar conocimientos en derecho electoral;  

III. a V. …  

Artículo 213. Los magistrados electorales de las Salas Regionales, además de satisfacer los 
requisitos establecidos por el artículo 106 de esta ley, deberán reunir los siguientes:  
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I. a IV. …  

V. Acreditar conocimientos en derecho electoral;  

VI. a VIII. …  

Artículo 219. Las responsabilidades de todos los miembros del Tribunal Electoral se 
regirán por el Título Octavo y las disposiciones especiales del presente Título de esta ley. 
Para estos efectos, salvo disposición en contrario, las facultades señaladas para la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y las del Consejo de la Judicatura Federal se entenderán 
atribuidas a la Sala Superior y a la Comisión de Administración, respectivamente, y las del 
Presidente de la Suprema Corte al Presidente del Tribunal Electoral.  

…  

…  

…  

Artículo 223. Los servidores públicos y empleados de las salas disfrutarán de dos periodos 
de vacaciones al año, de acuerdo con las necesidades del servicio.  

…  

Artículo 227. …  

a) Las renuncias solamente procederán por causas graves; serán sometidas por la Sala 
Superior a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y si ésta las acepta, las enviará para 
su aprobación a la Cámara de Senadores;  

b) En el caso de vacante definitiva, la Sala Superior lo comunicará a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, para que se nombre a un nuevo magistrado por el tiempo restante al 
del nombramiento original, de conformidad con lo previsto por el artículo 198 de esta ley;  

c) Las licencias serán concedidas por la Sala Superior; las que excedan de un mes serán 
cubiertas por el Secretario General de Acuerdos o por el Secretario de Estudio y Cuenta 
que, a propuesta del Presidente de la Sala Superior, determine la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, y  

d) Ninguna licencia podrá exceder del término de seis meses. En ningún caso podrán 
autorizarse licencias de manera simultánea a más de dos magistrados ni otorgarse por más 
de un mes durante el proceso electoral federal.  

Artículo 227 Bis. Las renuncias, ausencias y licencias de los magistrados de las Salas 
regionales serán tramitadas, cubiertas y otorgadas, de conformidad con las reglas 
siguientes:  
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a) Las renuncias solamente procederán por causas graves; serán comunicadas por la 
respectiva Sala Regional al Presidente de la Sala Superior para que, sin mayor trámite, las 
someta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y si ésta las acepta, las enviará para su 
aprobación a la Cámara de Senadores;  

b) Las ausencias temporales serán cubiertas por el Secretario General de Acuerdos o por el 
Secretario de Estudio y Cuenta que determine el Presidente de la Sala Regional respectiva, 
debiendo informar a la Sala Superior;  

c) En el caso de ausencia definitiva, la Sala Regional lo comunicará a la Sala Superior para 
que ésta informe a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que se nombre a un 
nuevo magistrado por el tiempo restante al del nombramiento original, de conformidad con 
lo previsto por el artículo 198 de esta ley;  

d) Las licencias que no excedan de un mes serán autorizadas por la propia Sala Regional; 
las que excedan el plazo anterior por la Sala Superior. Ninguna licencia podrá concederse 
por más de seis meses. No se concederán licencias durante los procesos electorales. En 
ningún caso podrá autorizarse licencia a más de un magistrado.  

Artículo 236. De conformidad con lo previsto por el párrafo séptimo del artículo 99 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la fracción VIII del artículo 10 de 
esta ley, cuando en forma directa o al resolver en contradicción de criterios una Sala del 
Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de un acto o resolución o 
sobre la interpretación de un precepto de la propia Constitución, y dicha tesis pueda ser 
contradictoria con una sostenida por las Salas o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, 
cualquiera de los ministros, de las Salas o las partes, podrán denunciar la contradicción para 
que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, en un plazo no mayor a diez días, decida en 
definitiva cuál es la tesis que debe prevalecer.  

Artículo 238. Los magistrados electorales rendirán la protesta constitucional ante la Cámara 
de Senadores; los Comisionados de la Comisión de Administración que sean miembros del 
Consejo de la Judicatura Federal, lo harán precisamente ante este órgano.  

…  

…  

…  

Disposiciones transitorias de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación  

Artículo Primero. En un plazo improrrogable de quince días naturales contados a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto, la Comisión de Administración del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación que se encuentra integrada y en funciones, 
deberá:  
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I. Formular y aprobar, conforme a la normatividad vigente a la entrada en vigor del 
presente Decreto, el Proyecto de Acuerdo para la reasignación de recursos 
presupuestarios destinados al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
para el ejercicio fiscal de 2008, o en su caso la ampliación de los mismos, que 
permitan dotar a las cinco Salas Regionales del propio Tribunal de los recursos 
materiales y personal jurídico y administrativo necesario para el cumplimiento de 
las facultades y ejercicio de las atribuciones que les confiere el artículo 99 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes materia del 
presente Decreto;  

II. Se faculta a la Comisión de Administración para determinar los cambios 
necesarios en la asignación de plazas presupuestarias del personal jurídico y 
administrativo adscrito a la Sala Superior a fin de cumplir con lo dispuesto en la 
fracción anterior; lo anterior con pleno respeto a los derechos laborales del personal 
que resulte afectado;  

III. La Comisión de Administración, por única vez, someterá el Proyecto de 
Acuerdo a que se refiere la fracción I del presente Transitorio directamente a la 
aprobación del Titular del Poder Ejecutivo de la Unión, por conducto de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, respetando el plazo antes establecido;  

IV. Se autoriza al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, para, en su caso, realizar las ampliaciones y aprobar las 
transferencias presupuestarias que requiera el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación para cumplir lo dispuesto en el presente Artículo Transitorio; y  

V. Lo dispuesto en la fracción inmediata anterior deberá quedar cumplimentado en 
un plazo máximo de quince días naturales, contados a partir de la solicitud que, en 
su caso, formule la Comisión de Administración al Titular del Poder Ejecutivo 
Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Artículo Segundo. En tanto se realizan los actos y, en su caso, se producen las 
autorizaciones que señala el Artículo Transitorio inmediato anterior, las facultades y 
atribuciones que las leyes materia del presente Decreto confieren a las Salas Regionales del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación serán ejercidas por la Sala Superior.  

Artículo Tercero. En todo caso, las Salas Regionales iniciarán el ejercicio pleno de sus 
facultades constitucionales y legales a más tardar el 7 de julio de 2008.  

Artículo Cuarto. Para efectos del escalonamiento en la elección de los magistrados de la 
Sala Superior establecido en el artículo 99 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se estará a lo siguiente:  

I) Antes del 20 de abril de 2015, la Cámara de Senadores elegirá al magistrado 
electoral de la Sala Superior que sustituya al magistrado cuyo mandato concluye en 
la fecha antes citada; el electo lo será para un periodo que concluirá el 4 de 
noviembre de 2016.  
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II) A más tardar el 30 de octubre de 2016, la Cámara de Senadores elegirá a siete 
nuevos magistrados electorales de la Sala Superior que iniciarán su mandato el 4 de 
noviembre de 2016; dos de ellos concluirán su mandato el 31 de octubre de 2019, 
dos más el 31 de octubre de 2022 y los tres restantes el 31 de octubre de 2025. Al 
aprobar los nombramientos el Senado deberá señalar el periodo de mandato que 
corresponde a cada magistrado. Todos aquellos que hayan desempeñado el cargo de 
magistrado electoral no podrán ser reelectos. 

Artículo Quinto. Para efectos del escalonamiento en la elección de los magistrados de las 
Salas Regionales establecido en el artículo 99 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se estará a lo siguiente:  

a) Los magistrados que sean electos para ocupar las plazas vacantes a la entrada en 
vigor del presente Decreto serán electos por un periodo que concluirá el 7 de marzo 
de 2013.  

b) En los casos en que se generen vacantes de magistrados de las Salas Regionales 
con posterioridad a la fecha señalada en el inciso anterior, el nombramiento del 
sustituto será únicamente para cubrir el periodo de la vacante.  

c) A más tardar el 5 de marzo de 2013 la Cámara de Senadores elegirá a la totalidad 
de los magistrados electorales de las Salas Regionales. Para cada Sala, se elegirá un 
magistrado por tres años, otro por seis años y uno más por nueve años, quienes 
iniciarán su mandato el 7 de marzo del 2013. 

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 3, párrafo 2, inciso d); 4, párrafo 1; 9, párrafo 1 
e incisos d) y e); 10, inciso d); 11, párrafo 1, inciso b); 12, párrafo 1, inciso b); 17, párrafos 
1 y 4, inciso a); 18, párrafos 1 y 2; 19, párrafo 1, incisos c) y e); 20, párrafo 1; 24, párrafo 1; 
26, párrafo 3; 29; la denominación del Capítulo XIII, del Título Segundo, del Libro 
Primero, para quedar "Del cumplimiento y ejecución de las resoluciones de las Salas del 
Tribunal, de las medidas de apremio y de las correcciones disciplinarias"; 32, párrafo 1, 
inciso c); 33; 44, párrafo 1; 47, párrafo 2; 50, párrafo 1, inciso a); 52, párrafo 4; 56, párrafo 
1, incisos f) y g); 57, párrafo 2; 61; 62, inciso a), fracción III; 71; la denominación del 
Capítulo III, del Título Sexto, del Libro Segundo, para quedar "De la nulidades de las 
elecciones federales"; 76, párrafo 1, incisos a) y b); 77, párrafo 1, incisos a) y b); 78; 79; 
80, párrafo 1, incisos d), e) y f); 83; 84, párrafo 2, inciso b); 87; 90; 91, párrafo 1; 93, 
párrafo 2, inciso a); 94; 96, párrafo 1; 102; 104; 105; 106, párrafo 1; 107 y 108; se 
adicionan a los artículos 2, un párrafo 2; 4, un párrafo 2; 6, un párrafo 4; 9, un párrafo 4; 
10, los incisos f) y g); 21 Bis; 32 Bis; 43 Bis; 45, párrafo 1, inciso b), una fracción V, y un 
inciso c), con las fracciones I y II; 52, un párrafo 5; 54, un párrafo 2; 55, un párrafo 2; 56, 
un inciso h); 62, inciso a), una fracción IV; 77 Bis; 80, párrafo 1, un inciso g) y un párrafo 
3; y se derogan del artículo 44, el párrafo 2; y del 51, el párrafo 2; todos ellos de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, para quedar como 
sigue:  

Artículo 2  

1. …  
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2. La conservación de la libertad de decisión política y el derecho a la auto organización de 
los partidos políticos, deberá ser considerada por las autoridades electorales competentes, al 
momento de resolver las impugnaciones relativas a los asuntos internos de los partidos 
políticos.  

Artículo 3  

1. …  

2. …  

a) a c) …  

d) El juicio de revisión constitucional electoral, para garantizar la constitucionalidad de 
actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes de las entidades 
federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que surjan 
durante los mismos.  

e)…  

Artículo 4  

1. Corresponde a los órganos del Instituto Federal Electoral conocer y resolver el recurso de 
revisión y al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación los demás medios de 
impugnación previstos en el artículo anterior, en la forma y términos establecidos por esta 
ley y por los acuerdos generales que en aplicación de la misma dicte la Sala Superior.  

2. Para la sustanciación y resolución de los medios de impugnación de la competencia del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a falta de disposición expresa, se 
estará a lo dispuesto en el Código Federal de Procedimientos Civiles.  

Artículo 6  

1. a 3. …  

4. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 de la Constitución, las Salas del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, 
podrán resolver la no aplicación de leyes sobre la materia electoral contrarias a la propia 
Constitución. Las resoluciones que se dicten en el ejercicio de esta facultad se limitarán al 
caso concreto sobre el que verse el juicio. En tales casos la Sala Superior del Tribunal 
Electoral informará a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

Artículo 9  

1. Los medios de impugnación deberán presentarse por escrito ante la autoridad u órgano 
partidista señalado como responsable del acto o resolución impugnado, salvo lo previsto en 



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2530-IV, jueves 19 de junio de 2008. 
 

29 
 

el inciso a) del párrafo 1 del artículo 43 de esta ley, y deberá cumplir con los requisitos 
siguientes:  

a) a c) …  

d) Identificar el acto o resolución impugnado y al responsable del mismo;  

e) Mencionar de manera expresa y clara los hechos en que se basa la impugnación, los 
agravios que cause el acto o resolución impugnado, los preceptos presuntamente violados y, 
en su caso, las razones por las que se solicite la no aplicación de leyes sobre la materia 
electoral por estimarlas contrarias a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos;  

f) y g) …  

2. y 3. …  

4. Respecto a lo previsto en el párrafo 1 inciso b) de este artículo, se realizará notificación 
electrónica de la resolución cuando las partes así lo soliciten. El Tribunal proveerá de un 
certificado de firma electrónica avanzada a quien así lo solicite. Las partes podrán 
proporcionar dirección de correo electrónico que cuente con mecanismos de confirmación 
de los envíos de las notificaciones. Las partes deberán manifestar expresamente su voluntad 
de que sean notificados por esta vía.  

Artículo 10  

1. …  

a) a c) …  

d) Cuando no se hayan agotado las instancias previas establecidas por las leyes, federales o 
locales, o por las normas internas de los partidos políticos, según corresponda, para 
combatir los actos o resoluciones electorales o las determinaciones de estos últimos, en 
virtud de las cuales se pudieran haber modificado, revocado o anulado, salvo que se 
considere que los actos o resoluciones del partido político violen derechos político-
electorales o los órganos partidistas competentes no estuvieren integrados e instalados con 
antelación a los hechos litigiosos, o dichos órganos incurran en violaciones graves de 
procedimiento que dejen sin defensa al quejoso;  

e) …  

f) Cuando en el medio de impugnación se solicite, en forma exclusiva, la no aplicación de 
una norma general en materia electoral, cuya validez haya sido declarada por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en los términos de la fracción II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y  
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g) Cuando se pretenda impugnar resoluciones dictadas por las Salas del Tribunal en los 
medios de impugnación que son de su exclusiva competencia.  

Artículo 11  

1. …  

a) …  

b) La autoridad u órgano partidista responsable del acto o resolución impugnado lo 
modifique o revoque, de tal manera que quede totalmente sin materia el medio de 
impugnación respectivo antes de que se dicte resolución o sentencia;  

c) y d) …  

2. …  

Artículo 12  

1. …  

a) …  

b) La autoridad responsable o el partido político en el caso previsto en el inciso g) del 
párrafo 1 del artículo 80 de esta ley, que haya realizado el acto o emitido la resolución que 
se impugna, y  

c) …  

2. a 4. …  

Artículo 17  

1. La autoridad u órgano partidista, según sea el caso, que reciba un medio de impugnación, 
en contra de sus propios actos o resoluciones, bajo su más estricta responsabilidad y de 
inmediato, deberá:  

a) y b) …  

2. a 3. …  

4. …  

a) Presentarse ante la autoridad u órgano responsable del acto o resolución impugnado;  

b) a g) …  
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5. y 6. …  

Artículo 18  

1. Dentro de las veinticuatro horas siguientes al vencimiento del plazo a que se refiere el 
inciso b) del párrafo 1 del artículo anterior, la autoridad o el órgano del partido responsable 
del acto o resolución impugnado deberá remitir al órgano competente del Instituto o a la 
Sala del Tribunal Electoral, lo siguiente:  

a) a f) …  

2. El informe circunstanciado que debe rendir la autoridad u órgano partidista responsable, 
por lo menos deberá contener:  

a) a c) …  

Artículo 19  

1. …  

a) y b) …  

c) En cuanto al informe circunstanciado, si la autoridad u órgano partidista no lo envía 
dentro del plazo señalado en el párrafo 1 del artículo 18 de esta ley, el medio de 
impugnación se resolverá con los elementos que obren en autos y se tendrán como 
presuntivamente ciertos los hechos constitutivos de la violación reclamada, salvo prueba en 
contrario; lo anterior, sin perjuicio de la sanción que deba ser impuesta de conformidad con 
el presente ordenamiento y las leyes aplicables;  

d) ...  

e) Si el medio de impugnación reúne todos los requisitos establecidos por este 
ordenamiento, el magistrado electoral, en un plazo no mayor a seis días, dictará el auto de 
admisión que corresponda; una vez sustanciado el expediente y puesto en estado de 
resolución, se declarará cerrada la instrucción pasando el asunto a sentencia. En estos casos, 
se ordenará fijar copia de los autos respectivos en los estrados, y  

f) ...  

2. y 3. ...  

Artículo 20.  

1. Si la autoridad u órgano partidista responsable incumple con la obligación prevista en el 
inciso b) del párrafo 1 del artículo 17, u omite enviar cualquiera de los documentos a que se 
refiere el párrafo 1 del artículo 18, ambos de esta ley, se requerirá de inmediato su 
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cumplimiento o remisión fijando un plazo de veinticuatro horas para tal efecto, bajo 
apercibimiento que de no cumplir o no enviar oportunamente los documentos respectivos, 
se estará a lo siguiente:  

a) y b) ...  

Artículo 21 Bis.  

1. El incidente sobre la pretensión de nuevo escrutinio y cómputo en las elecciones 
federales o locales de que conozcan las Salas del Tribunal Electoral solamente procederá 
cuando:  

a) El nuevo escrutinio y cómputo solicitado no haya sido desahogado, sin causa justificada, 
en la sesión de cómputo correspondiente en los términos de lo dispuesto por el artículo 295, 
párrafo 2 y demás correlativos del Capítulo Tercero del Título Cuarto del Libro Quinto del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.  

b) Las leyes electorales locales no prevean hipótesis para el nuevo escrutinio y cómputo por 
los órganos competentes o previéndolas se haya negado sin causa justificada el recuento.  

2. Las Salas deberán establecer si las inconsistencias pueden ser corregidas o subsanadas 
con algunos otros datos o elementos que obren en el expediente o puedan ser requeridos por 
las propias Salas sin necesidad de recontar los votos.  

3. No procederá el incidente en el caso de casillas en las que se hubiere realizado nuevo 
escrutinio y cómputo en la sesión de cómputo respectiva.  

Artículo 24.  

1. El Presidente de la Sala competente ordenará que se publique en los estrados respectivos, 
por lo menos con veinticuatro horas de antelación, la lista de los asuntos que serán 
ventilados en cada sesión, o en un plazo menor cuando se trate de asuntos de urgente 
resolución.  

2. y 3. …  

Artículo 26.  

1. y 2. …  

3. Las notificaciones se podrán hacer personalmente, por estrados, por oficio, por correo 
certificado o por telegrama, según se requiera para la eficacia del acto, resolución o 
sentencia a notificar, salvo disposición expresa de esta ley; también podrán hacerse por 
medio electrónico, conforme a lo establecido en el párrafo 4 del artículo 9 de este 
ordenamiento.  
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Artículo 29.  

1. Se realizarán mediante oficio las notificaciones que sean ordenadas a los órganos y 
autoridades responsables.  

2. La notificación por correo se hará en pieza certificada agregándose al expediente un 
ejemplar del oficio correspondiente y el acuse del recibo postal.  

3. Para el caso de las notificaciones ordenadas a los órganos o autoridades señaladas como 
responsables, se seguirá el procedimiento siguiente:  

Cuando dicha responsable cuente con domicilio en la ciudad donde se encuentre la sede de 
la sala del tribunal electoral o del órgano administrativo electoral, encargado de resolver el 
medio de impugnación, la diligencia será practicada de forma inmediata y sin 
intermediación alguna, recabándose el acuse de recibo respectivo, el cual deberá ser 
agregado a los autos correspondientes;  

Para el caso de que el domicilio se encuentre en alguna de las ciudades sede de alguna de 
las salas del tribunal electoral, se podrá realizar mediante el despacho correspondiente;  

Si el domicilio se encontrara en lugar distinto de los previstos en los incisos anteriores, la 
diligencia se practicará, mediante el uso de mensajería especializada, solicitándose el acuse 
de recibo correspondiente el cual se deberá agregar a los autos del expediente.  

Para el caso de que no se contara con el acuse de recibo, deberá fijarse además un ejemplar 
de la determinación judicial correspondiente en los estrados de la sala.  

4. La notificación por telegrama se hará enviándola por duplicado para que la oficina que la 
transmita devuelva el ejemplar sellado que se agregará al expediente. Exclusivamente en 
casos urgentes o extraordinarios y a juicio de quienes presidan los órganos competentes, las 
notificaciones que se ordenen podrán hacerse a través de fax y surtirán sus efectos a partir 
de que se tenga constancia de su recepción o se acuse de recibido.  

5. La notificación por correo electrónico surtirá efectos a partir de que se tenga constancia 
de la recepción de la misma o, en su caso, se cuente con el acuse de recibo correspondiente.  

Capítulo XIII  

Del cumplimiento y ejecución de las resoluciones de las salas del tribunal, de las 
medidas de apremio y de las correcciones disciplinarias  

Artículo 32.  

1. …  

a) y b) …  
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c) Multa de cincuenta hasta cinco mil veces el salario mínimo diario general vigente en el 
Distrito Federal. En caso de reincidencia se podrá aplicar hasta el doble de la cantidad 
señalada;  

d) y e) …  

Artículo 32 Bis.  

1. Una vez notificada la resolución correspondiente, el órgano partidista o autoridad 
vinculados a cumplirla, deberán rendir, dentro del plazo de veinticuatro horas o el que se 
hubiera fijado en la resolución, un informe a la sala respectiva, acerca de los actos 
realizados para acatar el fallo o resolución de que se trate.  

2. Recibido el informe referido, el presidente de la sala dará vista con el mismo a los 
interesados para que, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, manifiesten lo que a su 
derecho corresponda.  

3. En relación con el cumplimiento de las sentencias, los interesados podrán promover, ante 
la sala correspondiente, el incidente por incumplimiento, defecto a exceso en el 
cumplimiento. En el primer caso, podrá hacerlo valer el actor, en el plazo de diez días si 
aún subsiste la materia de la sentencia y es viable legalmente su ejecución, y en los demás, 
las partes del medio de impugnación, dentro de los tres días, contados a partir del día 
siguiente a aquél en que se tenga conocimiento del acto o resolución correspondiente o se 
hubiese notificado, de conformidad con la ley aplicable.  

4. Una vez recibida la demanda incidental, el presidente de la sala ordenará formar el 
expediente respectivo y turnará los autos, preferentemente, al magistrado ponente de 
resolución incumplida, para efectos de la sustanciación y elaboración del proyecto 
respectivo.  

5. El magistrado instructor requerirá al órgano partidista o autoridad vinculados al 
cumplimiento, la rendición de un informe dentro del plazo de veinticuatro horas contadas a 
partir de la notificación del requerimiento.  

6. Agotada la instrucción, el magistrado instructor propondrá a la sala el proyecto de 
sentencia, a fin de declarar fundado o infundado el incidente, el cual podrá resolverse 
incluso si no se rindió el informe dentro del plazo concedido, tomando como base las 
constancias que obren en autos y las que oficiosamente hubiera requerido.  

7. Cuando la resolución emitida en el incidente por defecto o exceso en el cumplimiento 
resulte fundada, la resolución deberá precisar las actividades a realizar por el órgano 
partidista o autoridad para acatar debidamente la sentencia y otorgará un plazo breve para 
hacerlo.  

8. Cuando el incidente de incumplimiento resulte fundado, la sala otorgará al órgano 
partidista o autoridad contumaz un plazo breve para que cumpla con la sentencia, y 
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establecerá las medidas que considere más adecuadas para lograrlo, bajo apercibimiento 
que, de no hacerlo, se le aplicará alguno de los medios de apremio a que se refiere el 
artículo 32 de esta ley.  

9. En caso de no lograr el cumplimiento con la resolución incidental, la sala podrá adoptar 
todas las medidas que estime necesarias hasta lograrlo.  

10. Cuando se advierta que no obstante los requerimientos, el órgano partidista reitera su 
actitud contumaz en relación con el cumplimiento de la resolución o sentencia, ya sea por 
asumir una actitud pasiva o porque los actos realizados evaden el cumplimiento, la Sala 
Superior podrá determinar la separación del cargo del órgano partidista.  

11. En los casos a que se refiere el párrafo anterior, y cuando la naturaleza del acto lo 
permita, la Sala Superior, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición 
del acto de incumplimiento, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las 
sentencias respectivas, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros.  

12. En casos de contumacia, por parte de un órgano del Estado en cualquiera de sus niveles 
o del Instituto Federal Electoral, la Sala Superior dará vista al superior jerárquico; a efecto 
de que ordene al inferior a cumplir sin demora la sentencia; y, si no hubiese superior o éste 
tampoco dictara las medidas pertinentes, se remitirá el expediente original a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para que actúe en términos de los dispuesto por el artículo 
105, segundo párrafo, de la Ley de Amparo.  

13. Cuando el supuesto anterior se actualice en algún expediente competencia de las Salas 
Regionales, lo remitirán a la Sala Superior a fin de que resuelva lo conducente.  

14. En caso de incumplimiento a algún acuerdo de requerimiento formulado por el 
magistrado encargado de la instrucción, éste presentará al pleno de la sala un proyecto de 
resolución a fin de lograr su cumplimiento, y ésta resolverá lo que proceda.  

Artículo 33.  

1. Los medios de apremio y las correcciones disciplinarias a que se refiere el artículo 32, 
serán aplicados por el presidente de la sala respectiva, por sí mismo o con el apoyo de la 
autoridad competente, de conformidad con las reglas que al efecto establezca el 
Reglamento Interno del Tribunal Electoral.  

Artículo 43 Bis.  

1. El recurso de apelación será procedente para impugnar la resolución del Órgano Técnico 
de Fiscalización del instituto, que ponga fin al procedimiento de liquidación, y los actos que 
integren ese procedimiento, que causen una afectación sustantiva al promovente.  

Artículo 44.  
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1. Son competentes para resolver el recurso de apelación:  

a) La Sala Superior del Tribunal Electoral, cuando se impugnen actos o resoluciones de los 
órganos centrales del instituto y en lo conducente los de la Contraloría General del mismo, 
así como el informe a que se refiere el artículo 41 de esta ley, y  

b) La sala regional competente respecto de los actos o resoluciones de los órganos 
desconcentrados del instituto.  

2. Se deroga.  

Artículo 45.  

1. …  

a) …  

b) …  

I. y II. …  

III. Las organizaciones o agrupaciones políticas o de ciudadanos, a través de sus 
representantes legítimos, de conformidad con los estatutos respectivos o en los términos de 
la legislación aplicable;  

IV. Las personas físicas o morales, por su propio derecho o a través de sus representantes 
legítimos, según corresponda y de conformidad con la legislación aplicable, y  

V. Los dirigentes, militantes, afiliados, adherentes o simpatizantes de un partido político 
nacional.  

c) En el supuesto previsto en el artículo 43 Bis de esta ley:  

I. Los partidos políticos que se encuentren en periodo de prevención o en liquidación, por 
conducto de sus representantes legítimos al momento del inicio del periodo de prevención, 
y  

II. Las personas físicas o jurídicas que se ostenten como acreedores del partido político en 
liquidación, por propio derecho o a través de sus representantes.  

Artículo 47.  

1. …  

2. Los recursos de apelación serán resueltos por la Sala competente del Tribunal Electoral 
dentro de los seis días siguientes a aquel en que se admitan. En casos urgentes, la 
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resolución debe dictarse con la oportunidad necesaria para hacer posible, en su caso, la 
reparación de la violación alegada.  

Artículo 50.  

1. …  

a) En la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos:  

I. Los resultados consignados en las actas de cómputo distritales respectivas, por nulidad de 
la votación recibida en una o varias casillas o por error aritmético, y  

II. Por nulidad de toda la elección.  

b) a e) …  

Artículo 51.  

1. …  

2. Se deroga.  

3. a 5. ….  

Artículo 52.  

1. a 3. …  

4. En los supuestos señalados en los dos párrafos anteriores, si se impugna la votación 
recibida en casillas especiales, su anulación afectará las elecciones de mayoría relativa y de 
representación proporcional que correspondan.  

5. Cuando se impugne por nulidad toda la elección de Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, el respectivo juicio de inconformidad deberá presentarse ante el Consejo 
General del Instituto Federal Electoral, acompañado de las pruebas correspondientes.  

Artículo 54.  

1. …  

2. Cuando se impugne la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, por 
nulidad de toda la elección, el respectivo juicio de inconformidad deberá presentarse por el 
representante del partido político o coalición registrado ante el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral.  

Artículo 55.  
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1. …  

2. Cuando se impugne la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos por 
nulidad de toda la elección, el respectivo juicio de inconformidad deberá promoverse a más 
tardar dentro de los cuatro días posteriores a la presentación del informe a que se refiere el 
artículo 310 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.  

Artículo 56.  

1. …  

a) a e) …  

f) Revocar la determinación sobre la declaración de validez u otorgamiento de constancias 
de mayoría y validez o de asignación de primera minoría en las elecciones de diputados y 
senadores, según corresponda;  

g) Hacer la corrección de los cómputos distritales, de entidad federativa o nacional cuando 
sean impugnados por error aritmético, y  

h) Declarar la nulidad de la elección presidencial cuando se actualicen los supuestos 
previstos en el Título Sexto de este Libro.  

Artículo 57.  

1. …  

2. Cuando en la sección de ejecución, por efecto de la acumulación de las sentencias de los 
distintos juicios, se actualicen los supuestos de nulidad de elección de diputado, senador o 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos previstos en esta ley, la sala competente del 
tribunal electoral decretará lo conducente, aun cuando no se haya solicitado en ninguno de 
los juicios resueltos individualmente.  

Artículo 61.  

1. El recurso de reconsideración sólo procederá para impugnar las sentencias de fondo 
dictadas por las salas regionales en los casos siguientes:  

a) En juicios de inconformidad que se hayan promovido en contra de los resultados de las 
elecciones de diputados y senadores, así como las asignaciones por el principio de 
representación proporcional que respecto de dichas elecciones realice el Consejo General 
del Instituto, siempre y cuando se cumplan los presupuestos y requisitos establecidos en 
este ordenamiento, y  
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b) En los demás medios de impugnación de la competencia de las Salas Regionales, cuando 
hayan determinado la no aplicación de una ley electoral por considerarla contraria a la 
Constitución.  

Artículo 62.  

1. …  

a) …  

I. y II. …  

III. Haya anulado indebidamente una elección, o  

IV. Haya resuelto la no aplicación de alguna ley en materia electoral por estimarla contraria 
a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

b) …  

Artículo 71.  

1. Las nulidades establecidas en este Título podrán afectar la votación emitida en una o 
varias casillas y, en consecuencia, los resultados del cómputo de la elección impugnada; o 
la elección en un distrito electoral uninominal para la fórmula de diputados de mayoría 
relativa; o la elección en una entidad federativa para la fórmula de senadores por el 
principio de mayoría relativa o la asignación de primera minoría; o la elección para 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. Para la impugnación de la elección de 
diputados o senadores por el principio de representación proporcional, se estará a lo 
dispuesto por los párrafos 2 y 3 del artículo 52 de esta ley.  

2. Los efectos de las nulidades decretadas por el Tribunal Electoral respecto de la votación 
emitida en una o varias casillas o de una elección en un distrito electoral uninominal o en 
una entidad federativa, o bien, en la elección de Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, se contraen exclusivamente a la votación o elección para la que expresamente 
se haya hecho valer el juicio de inconformidad, tomando en cuenta lo dispuesto en la parte 
final del párrafo anterior.  

Capítulo III  
De la nulidad de las elecciones federales  

Artículo 76.  

1. …  
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a) Cuando alguna o algunas de las causales señaladas en el artículo anterior se acrediten en 
por lo menos el veinte por ciento de las casillas en el distrito de que se trate y, en su caso, 
no se hayan corregido durante el recuento de votos; o  

b) Cuando no se instale el veinte por ciento o más de las casillas en el distrito de que se 
trate y consecuentemente la votación no hubiere sido recibida; o  

c) …  

Artículo 77.  

1. …  

a) Cuando alguna o algunas de las causales de nulidad previstas en el párrafo 1 del artículo 
75 de esta ley, se acrediten en por lo menos el veinte por ciento de las casillas en la entidad 
de que se trate y, en su caso, no se hayan corregido durante el recuento de votos, o  

b) Cuando no se instale el veinte por ciento o más de las casillas en la entidad de que se 
trate y consecuentemente la votación no hubiere sido recibida, o  

c) …  

Artículo 77 Bis.  

1. Son causales de nulidad de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 
cualquiera de las siguientes:  

a) Cuando alguna o algunas de las causales de nulidad previstas en el párrafo 1 del artículo 
75 de esta ley, se acrediten en por lo menos el veinticinco por ciento de las casillas 
instaladas en el territorio nacional y, en su caso, no se hayan corregido durante el recuento 
de votos, o  

b) Cuando en el territorio nacional no se instale el veinticinco por ciento o más de las 
casillas y consecuentemente la votación no hubiere sido recibida, o  

c) Cuando el candidato ganador de la elección resulte inelegible.  

Artículo 78.  

1. Las Salas del Tribunal Electoral podrán declarar la nulidad de una elección de diputados 
o senadores cuando se hayan cometido en forma generalizada violaciones sustanciales en la 
jornada electoral, en el distrito o entidad de que se trate, o en el territorio nacional, se 
encuentren plenamente acreditadas y además se demuestre que las mismas fueron 
determinantes para el resultado de la elección, salvo que las irregularidades sean imputables 
a los partidos promoventes o sus candidatos.  
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2. De conformidad con lo dispuesto por el segundo párrafo de la fracción II del párrafo 
cuarto del artículo 99 de la Constitución, las Salas del Tribunal sólo podrán declarar la 
nulidad de una elección por las causales expresamente establecidas en la presente ley.  

Artículo 79.  

1. El juicio para la protección de los derechos político-electorales, sólo procederá cuando el 
ciudadano por sí mismo y en forma individual o a través de sus representantes legales, haga 
valer presuntas violaciones a sus derechos de votar y ser votado en las elecciones 
populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los 
asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos. En el 
supuesto previsto en el inciso e) del párrafo 1 del siguiente artículo, la demanda deberá 
presentarse por conducto de quien ostente la representación legítima de la organización o 
agrupación política agraviada.  

2. Asimismo, resultará procedente para impugnar los actos y resoluciones por quien 
teniendo interés jurídico, considere que indebidamente se afecta su derecho para integrar 
las autoridades electorales de las entidades federativas.  

Artículo 80.  

1. …  

a) a c) …  

d) Considere que se violó su derecho político-electoral de ser votado cuando, habiendo sido 
propuesto por un partido político, le sea negado indebidamente su registro como candidato 
a un cargo de elección popular. En los procesos electorales federales, si también el partido 
político interpuso recurso de revisión o apelación, según corresponda, por la negativa del 
mismo registro, el Consejo del Instituto, a solicitud de la Sala que sea competente, remitirá 
el expediente para que sea resuelto por ésta, junto con el juicio promovido por el 
ciudadano;  

e) Habiéndose asociado con otros ciudadanos para tomar parte en forma pacífica en asuntos 
políticos, conforme a las leyes aplicables, consideren que se les negó indebidamente su 
registro como partido político o agrupación política;  

f) Considere que un acto o resolución de la autoridad es violatorio de cualquier otro de los 
derechos político-electorales a que se refiere el artículo anterior, y  

g) Considere que los actos o resoluciones del partido político al que está afiliado violan 
alguno de sus derechos político-electorales. Lo anterior es aplicable a los precandidatos y 
candidatos a cargos de elección popular aún cuando no estén afiliados al partido señalado 
como responsable.  

2. …  
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3. En los casos previstos en el inciso g) del párrafo 1 de este artículo, el quejoso deberá 
haber agotado previamente las instancias de solución de conflictos previstas en las normas 
internas del partido de que se trate, salvo que los órganos partidistas competentes no 
estuvieren integrados e instalados con antelación a los hechos litigiosos, o dichos órganos 
incurran en violaciones graves de procedimiento que dejen sin defensa al quejoso.  

Artículo 83.  

1. Son competentes para resolver el juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano:  

a) La Sala Superior, en única instancia:  

I. En los casos señalados en el inciso d) del párrafo 1 del artículo 80 de esta ley, en relación 
con las elecciones de Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 
Gobernadores, Jefe de Gobierno del Distrito Federal y en las elecciones federales de 
diputados y senadores por el principio de representación proporcional;  

II. En los casos señalados en los incisos e) y g) del párrafo 1 del artículo 80 de esta ley;  

III. En el caso señalado en el inciso f) del párrafo 1 del artículo 80 de esta ley, cuando se 
trate de la violación de los derechos político-electorales por determinaciones emitidas por 
los partidos políticos en la elección de candidatos a los cargos de Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, diputados federales y senadores 
de representación proporcional, y dirigentes de los órganos nacionales de dichos institutos, 
así como en los conflictos internos de los partidos políticos cuyo conocimiento no 
corresponda a las Salas Regionales, y  

IV. En el supuesto previsto en el inciso b) del párrafo 1 del artículo 82 de esta ley cuando se 
refiere a la elección de Jefe de Gobierno del Distrito Federal.  

b) La Sala Regional del Tribunal Electoral que ejerza jurisdicción en el ámbito territorial en 
que se haya cometido la violación reclamada, en única instancia:  

I. En los supuestos previstos en los incisos a) al c) del párrafo 1 del artículo 80, cuando sean 
promovidos con motivo de procesos electorales federales o de las entidades federativas.  

II. En los casos señalados en el inciso d) del párrafo 1 del artículo 80 de esta ley, en las 
elecciones federales de diputados y senadores por el principio de mayoría relativa, y en las 
elecciones de los estados de la Federación, así como a la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal y titulares de los órganos político-administrativos en las demarcaciones del Distrito 
Federal;  

III. La violación al derecho de ser votado en las elecciones de los servidores públicos 
municipales diversos a los electos para integrar el ayuntamiento;  
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IV. La violación de los derechos político-electorales por determinaciones emitidas por los 
partidos políticos en la elección de candidatos a los cargos de diputados federales y 
senadores por el principio de mayoría relativa, diputados a la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, en las elecciones de los estados de la Federación y de los titulares de los 
órganos político-administrativos en las demarcaciones del Distrito Federal; y dirigentes de 
los órganos de dichos institutos distintos a los nacionales, y  

V. En el supuesto previsto en el inciso b) del párrafo 1 del artículo 82 de esta ley cuando se 
refiere a las elecciones de los estados de la Federación, diputados a la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal y titulares de los órganos político-administrativos en las demarcaciones 
del Distrito Federal.  

Artículo 84.  

1. …  

2. ...  

a) ...  

b) A la autoridad u órgano partidista responsable, a más tardar dentro de los dos días 
siguientes al en que se dictó la sentencia, por oficio acompañado de la copia certificada de 
la sentencia.  

Artículo 87.  

1. Son competentes para resolver el juicio de revisión constitucional electoral:  

a) La Sala Superior del Tribunal Electoral, en única instancia, en los términos previstos en 
el artículo anterior de esta ley, tratándose de actos o resoluciones relativos a las elecciones 
de gobernador y de jefe del Gobierno del Distrito Federal, y  

b) La sala regional del tribunal electoral que ejerza jurisdicción en el ámbito territorial en 
que se haya cometido la violación reclamada, en única instancia, cuando se trate de actos o 
resoluciones relativos a las elecciones de autoridades municipales, diputados locales, así 
como a la Asamblea Legislativa y titulares de los órganos político-administrativos en las 
demarcaciones del Distrito Federal.  

Artículo 90.  

1. La autoridad electoral que reciba el escrito por el que se promueva el juicio lo remitirá de 
inmediato a la sala competente del tribunal electoral, junto con sus anexos, el expediente 
completo en que se haya dictado el acto o resolución impugnado y el informe 
circunstanciado que, en lo conducente, deberá reunir los requisitos previstos por el párrafo 
2 del artículo 18, y bajo su más estricta responsabilidad y sin dilación alguna, dará 
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cumplimiento a las obligaciones señaladas en el párrafo 1 del artículo 17, ambos del 
presente ordenamiento.  

Artículo 91.  

1. Dentro del plazo a que se refiere el inciso b) del párrafo 1 del artículo 17 de esta ley, el o 
los terceros interesados podrán formular por escrito los alegatos que consideren pertinentes, 
mismos que deberán ser enviados a la mayor brevedad posible a la Sala competente del 
Tribunal Electoral. En todo caso, la autoridad electoral responsable dará cuenta a dicha 
Sala, por la vía más expedita, de la conclusión del término respectivo, informando sobre la 
comparecencia de terceros interesados.  

2. …  

Artículo 93.  

1. …  
   
   

2. …  

a) Al actor que promovió el juicio y, en su caso, a los terceros interesados, a más tardar al 
día siguiente al que se dictó la sentencia, personalmente siempre y cuando haya señalado 
domicilio ubicado en el Distrito Federal o en la ciudad donde tenga su sede la sala regional 
respectiva, según que la sentencia haya sido dictada por la Sala Superior o por alguna de las 
salas regionales. En cualquier otro caso, la notificación se hará por correo certificado, y  

b) …  

Artículo 94.  

1. Son competentes para resolver el juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales 
de los servidores del Instituto Federal Electoral:  

La Sala Superior del tribunal electoral, en los casos de conflictos o diferencias laborales 
entre los órganos centrales del Instituto Federal Electoral y sus servidores, y  

La sala regional del tribunal electoral, en el ámbito en el que ejerza su jurisdicción, en los 
casos de conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus 
servidores, distintos a los señalados en el inciso anterior.  

2. Las determinaciones a las que se refiere el artículo 207, párrafo segundo del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, sólo podrán ser impugnados por el 
funcionario directamente interesado, en las causas expresamente establecidas en el estatuto 
y una vez agotados todos los medios de defensa internos.  
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3. Para la promoción, sustanciación y resolución de los juicios previstos en este Libro, se 
considerarán hábiles, en cualquier tiempo, todos los días del año, con exclusión de los 
sábados, domingos y días de descanso obligatorio.  

Artículo 96.  

1. El servidor del Instituto Federal Electoral que hubiese sido sancionado o destituido de su 
cargo o que considere haber sido afectado en sus derechos y prestaciones laborales, podrá 
inconformarse mediante demanda que presente directamente ante la sala competente del 
tribunal electoral, dentro de los quince días hábiles siguientes al en que se le notifique la 
determinación del Instituto Federal Electoral.  

2. …  

Artículo 102.  

1. La sala competente del tribunal electoral en la audiencia a que se refiere el artículo 
anterior, determinará la admisión de las pruebas que estime pertinentes, ordenando el 
desahogo de las que lo requieran, desechando aquellas que resulten notoriamente 
incongruentes o contrarias al derecho o a la moral o que no tengan relación con la litis.  

Artículo 104.  

1. El magistrado electoral podrá ordenar el desahogo de pruebas por exhorto, que dirigirá a 
la autoridad del lugar correspondiente para que en auxilio de las labores de la sala 
competente del tribunal electoral se sirva diligenciarlo.  

Artículo 105.  

1. Para la sustanciación y resolución de los juicios previstos en el presente Libro que se 
promuevan durante los procesos electorales ordinarios y, en su caso, en los procesos de 
elecciones extraordinarias, el presidente de la sala competente del tribunal electoral podrá 
adoptar las medidas que estime pertinentes, a fin de que, en su caso, se atienda 
prioritariamente la sustanciación y resolución de los medios de impugnación previstos en 
los Libros Segundo, Tercero y Cuarto de esta ley.  

Artículo 106.  

1. La sala competente del tribunal electoral resolverá en forma definitiva e inatacable, 
dentro de los diez días hábiles siguientes a la celebración de la audiencia a que se refiere el 
artículo 101 de esta ley. En su caso, la sala respectiva podrá sesionar en privado si la índole 
del conflicto planteado así lo amerita.  

2. …  

Artículo 107.  
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1. Una vez notificada la sentencia, las partes dentro del término de tres días podrán solicitar 
a la sala competente del tribunal electoral la aclaración de la misma, para precisar o corregir 
algún punto. La sala respectiva dentro de un plazo igual resolverá, pero por ningún motivo 
podrá modificar el sentido de la misma.  

Artículo 108.  

1. Los efectos de la sentencia de la sala competente del tribunal electoral podrán ser en el 
sentido de confirmar, modificar o revocar el acto o resolución impugnados. En el supuesto 
de que la sentencia ordene dejar sin efectos la destitución del servidor del Instituto Federal 
Electoral, este último podrá negarse a reinstalarlo, pagando la indemnización equivalente a 
tres meses de salario más doce días por cada año trabajado, por concepto de prima de 
antigüedad.  

Disposiciones Transitorias de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral  

Artículo Primero. Lo relativo a las facultades y atribuciones de las salas regionales del 
tribunal electoral del Poder Judicial de la federación que entrarán en vigor conforme a lo 
establecido en el artículo Cuarto Transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación contenidos en el presente decreto.  

Artículo Segundo. Los casos radicados en la Sala Superior antes de la entrada en vigor de 
este decreto serán sustanciados y resueltos por la misma conforme a las normas vigentes al 
momento de su interposición.  

Artículo Tercero. En tanto se inicia el ejercicio de las facultades constitucionales y legales 
de las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los casos 
que a éstas competerían conforme a lo establecido por el presente decreto y que se 
presenten antes de ese hecho, serán substanciados y resueltos por la Sala Superior.  

Transitorio  

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de junio de 2008.  

La Comisión de Justicia  

Diputados: César Camacho Quiroz (rúbrica), presidente; Felipe Borrego Estrada, Violeta del Pilar Lagunes 
Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario 
Lescieur Talavera (rúbrica), Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier Estrada 
González (rúbrica), secretarios; Mónica Arriola, Alliet Mariana Bautista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda 
(rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, 
Jesús de León Tello (rúbrica), José Manuel del Río Virgen, Antonio de Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio 
Cruz Escandón Cadenas, Arturo Flores Grande (rúbrica), Silvano Garay Ulloa, María del Pilar Ortega 
Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna (rúbrica), Andrés Lozano Lozano, Victorio Rubén Montalvo 
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Rojas, Silvia Oliva Fragoso, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), 
Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).  

La Comisión de Gobernación  

Diputados: Diódoro Carrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica), 
Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Alberto Amador Leal (rúbrica), 
Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Manuel Portilla Diéguez (rúbrica), Layda Elena Sansores 
San Román, secretarios; Carlos Armando Biebrich Torres (rúbrica), César Camacho Quiroz (rúbrica), Ricardo 
Cantú Garza, Ariel Castillo Nájera, Jesús de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte 
(rúbrica), Javier Hernández Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra, Mario 
Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez 
(rúbrica), Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica), José Jesús 
Reyna García, Salvador Ruiz Sánchez, Francisco Javier Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto 
Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).  
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DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 37 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la H. Cámara de Diputados le fueron turnadas 
para su estudio y dictamen, diversas iniciativas de Decreto por el que se reforma el artículo 
37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de modificar las 
diversas causales de pérdida de la ciudadanía mexicana.  

Los diputados integrantes de esta Comisión después de realizar diversos estudios y 
consultas a efecto de revisar el contenido de las iniciativas mencionadas, y determinamos 
con base en las facultades que nos confieren los artículos 71, 72, y 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 39 y 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 56, 60, 87 y 88 del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
presentar ante el Pleno de esta Asamblea el siguiente:  

Dictamen  

I. Antecedentes del proceso legislativo  

I. En sesión de la honorable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión celebrada el 
día 26 de abril de 2007, los Diputados Jorge Zermeño Infante y Jesús de León Tello, 
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentaron Iniciativa 
con Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 37 de la Constitución Política de 
los Estados Mexicanos, la cual fue turnada para su estudio, análisis y dictamen 
correspondiente a la Comisión de Puntos Constitucionales, la cual se considera en el 
presente dictamen por coincidir con la materia del mismo.  

II. En sesión de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada en fecha 
26 de abril de 2007, los diputados José Jesús Reyna García y Mauricio Ortiz Proal, 
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentaron 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 37 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual fue turnada para su estudio, análisis y 
dictamen correspondiente a la Comisión de Puntos Constitucionales, la cual se considera en 
el presente dictamen por coincidir con la materia del mismo.  

III. En sesión extraordinaria de la Comisión de Puntos Constitucionales, celebrada el día 18 
de junio de 2008, se sometió a discusión el presente dictamen el cual fue aprobado por 
mayoría de los presentes.  

II. Materia de las iniciativas  
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Es de notarse que tras estudiar ambas iniciativas se presentan consideraciones similares que 
parten de la conceptualización de la ciudadanía mexicana como la condición social de un 
miembro nativo o naturalizado que ha adquirido derechos y obligaciones por haber 
cumplido con los requerimientos que nuestra Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos prevé para tales efectos; atendiendo a las necesidades sociales, políticas, 
jurídicas, económicas e incluso religiosas que con el transcurrir de la historia de nuestra 
patria se han adecuado; en este tenor es que las iniciativas definen el notorio retraso 
jurídico al que nos enfrentamos en el artículo en comento.  

Por lo que respecta a la iniciativa presentada por los diputados Jesús de León Tello y Jorge 
Zermeño Infante, en esta LX Legislatura, es de distinguirse la preocupación de los 
legisladores por adaptar el texto constitucional al crecimiento de nuestra sociedad, 
señalando que ha quedado rebasado por completo, lo previsto en el artículo 37 de la 
Constitución, debido a que resulta poco razonable perder la ciudadanía mexicana por el 
hecho de prestar servicios oficiales a un gobierno extranjero, sin tener permiso del 
Congreso General.  

Esta misma iniciativa presenta la polarización entre el artículo 37 y el artículo 5o. de la 
Constitución, que consagra la expresa negación de prohibirle a cualquier ciudadano 
mexicano dedicarse a un trabajo lícito; resulta entonces obvio que las mexicanas y los 
mexicanos en la época actual de mundialización decidamos de manera libre nuestra 
circulación y trabajo sin fronteras; es lícito y natural trabajar para un gobierno extranjero; 
se aprecia absurdo quitarle a alguien la ciudadanía por no haber solicitado el permiso; o 
bien, habiéndosele negado este permiso por el Congreso de la Unión, quedando sujeto a la 
apreciación y voluntad del Poder Legislativo el derecho de trabajo de un mexicano en el 
extranjero.  

Se menciona muy puntualmente, que no existe norma constitucional que prohíba el trabajo 
en el extranjero, aunando que no debiera inferirse una restricción de tal naturaleza en razón 
de impedir a los nacionales trabajar con los gobiernos extranjeros para evitar sujetos que 
traicionarían a la patria; objetando que en todo caso ello se podría explicar en algunos 
ciudadanos mexicanos que hayan ocupado puestos estratégicos de la vida nacional y que, 
por tanto, exista el riesgo de que al trabajar en gobiernos extranjeros existan razones 
fundadas para proteger la seguridad nacional, sin embargo, la norma actual es 
discriminatoria del libre trabajo en el extranjero atendiendo a su aplicación general, sin 
tomar en cuenta su situación concreta e impidiéndoles el libre trabajo.  

Por otro lado se infiere la irracionalidad resultante de la pérdida de la ciudadanía mexicana 
por recibir una condecoración o título de un gobierno del extranjero sin permiso del 
Congreso; al respecto es necesario considerar que a lo largo de la historia moderna de 
nuestro país se ha demostrado que los títulos o condecoraciones que un gobierno extranjero 
otorga a mexicanos es un reconocimiento a sus antecedentes y méritos que forman parte del 
esfuerzo personal, por lo que es claro que un mexicano que obtuviere un distintivo de tal 
naturaleza, en lugar de hacerle perder la ciudadanía por no haber pedido permiso, 
deberíamos solo exigirle dar aviso a la Secretaría de Relaciones Exteriores.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2531-I, viernes 20 de junio de 2008. 
 

 

3 
 

Por lo que respecta a la iniciativa presentada por los diputados José Jesús Reyna García y 
Mauricio Ortiz Proal durante la presente Legislatura; señalan la importancia de considerar 
el análisis realizado respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en el artículo 73 que establece de manera expresa, las facultades del Congreso de la Unión; 
al revisar las facultades ahí contenidas, encontramos treinta y nueve sin contar las que de 
manera específica se conceden en diversos artículos de la propia Constitución; es de 
señalarse que un grupo de facultades son de ejercicio irregular, pues la actualización de la 
hipótesis que prevén es de esporádica realización. Tal es el caso de algunas facultades que 
no son propiamente legislativas, es decir, que desde el punto de vista formal y material no 
reúnen tal condición y se presentan materialmente como ejecutivas.  

Afirmando entonces, que en un orden jurídico constitucional lo correcto podría ser que 
todas aquellas facultades que son formalmente legislativas y materialmente ejecutivas y que 
no se circunscriban necesariamente a la colaboración de poderes o control de uno sobre 
otro, se atribuyan definitivamente al poder con el que funcionalmente estén identificadas.  

La propuesta de los diputados José Jesús Reyna García y Mauricio Ortiz Proal, hace patente 
la necesidad de hacer más eficiente al Poder Legislativo, conduciéndonos a la disminución 
de atribuciones no ligadas estrictamente a su función estatal, lo que permitiría que se 
centrara en aquellos asuntos de carácter legislativo y de la función de control, que son 
inherentes a su naturaleza y no respecto de los casos no graves de pérdida de la ciudadanía 
mexicana.  

Objetan que es necesario aligerar la carga de trabajo del Congreso de la Unión, 
beneficiando y promoviendo el principio de especialidad y agilizando los trámites respecto 
del trabajo de los mexicanos en el extranjero y la aceptación o el uso de condecoraciones o 
títulos que otros países otorguen a nuestros ciudadanos involucrados, beneficiando así no 
solo la celeridad en los procesos sino la actualización necesaria de las normas en nuestro 
país.  

Se considera que en la actualidad la intervención del Congreso es innecesaria, por tratarse 
de un trámite de carácter administrativo, y que por la naturaleza misma del asunto este 
debiera ser conocido por la autoridad a quien compete la aplicación de la normativa en 
materia de ciudadanía, pues la pérdida de ésta es la sanción que se impone al que omita el 
trámite del permiso respectivo.  

Ambas iniciativas atienden al compromiso de los legisladores con la ciudadanía de 
optimizar las condiciones y transformaciones que permitan avances considerables en el 
marco jurídico de nuestra nación y que se verán reflejados en el ámbito político, social, 
económico, administrativo y los demás donde impacten las consideraciones materia del 
dictamen.  

Finalmente los autores de esta iniciativa proponen dejar esta función al Ejecutivo federal, 
quien determinará conforme a sus atribuciones, las disposiciones reglamentarias necesarias 
y suficientes que organicen y ordenen lo relacionado con esta materia; pues consideran 
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necesario aligerar la carga de trabajo del Congreso de la Unión; beneficiar el principio de 
especialidad y agilizar el trámite en beneficio de los ciudadanos que se ven involucrados.  

III. Consideraciones de la comisión  

Esta Comisión, considera pertinente realizar dictamen conjunto de las iniciativas referidas, 
en virtud de tener una clara coincidencia tanto en el fondo como en la forma.  

Para ello, consideramos oportuno entrar en el estudio del contenido de las iniciativas en 
cuestión, a efecto de distinguir a los mexicanos con todas sus calidades, en una ideología de 
equilibrio e identidad de la vida humana, como guía de la conducta que en la sociedad 
externa dentro de un ambiente de respecto, equidad y tolerancia consagra el principio de 
igualdad jurídica, como la no subordinación de una persona respecto a otra, sino libre de 
discriminación por parte de los órganos estatales.  

Lo anterior, coincidiendo plenamente con la intención que los diputados Zermeño Infante y 
De León Tello, integraron a su iniciativa pues identificaron plenamente que las fracciones 
II, III y IV del inciso C) del artículo 37 constitucional, contienen tintes de discriminación 
injustificada.  

Al respecto y a efecto de fortalecer esta consideración, nos permitimos citar al doctor 
Ignacio Burgoa, quien aseveró que: "La igualdad es la ausencia de distinciones entre los 
individuos, provenientes de la prohibición constitucional de conceder títulos de nobleza, 
prerrogativas y honores hereditarios. En realidad, establece la igualdad entre los hombres 
desde el punto de vista eminentemente humanos; esto es, con independencia de su posición 
social, religiosa o económica".  

Compartimos el pensamiento de los proponentes respecto al hecho de que los mexicanos 
sean distinguidos, en nombre propio o en representación de una colectividad, se le 
reconozca su labor en el extranjero mediante el otorgamiento de condecoraciones, no 
implica de ninguna manera sumisión o compromisos de ninguna especie hacia el otorgante.  

Por su parte, la causal de pérdida de ciudadanía contemplada en la fracción II del inciso C) 
del artículo 37, atenta contra la libertad de trabajo contemplada en el artículo 5 
constitucional, y es contraria a la tendencia laboral que vivimos actualmente.  

Esta comisión dictaminadora, considera que ya no existe justificación suficiente ni actual, 
para mantener el procedimiento de otorgamiento de permiso por parte del Congreso de la 
Unión o su Comisión Permanente, para poder prestar servicios oficiales a un gobierno 
extranjero. Pero además la reforma de estos artículos, y la posible transferencia de esta 
facultad al Ejecutivo, no implicaría la total desregulación de estos supuestos, pues en 
nuestra propuesta se propone que el Ejecutivo dé aviso al Congreso de la Unión a través del 
Senado o a la Comisión Permanente a efecto de darle oportunidad para presentar oposición.  

Asimismo, coincidimos con los diputados Jesús Reyna y Guillermo Ortiz, en que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, otorga diversas facultades al 
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Congreso de la Unión, de entre las que podemos encontrar algunas de carácter ejecutivo, las 
cuales efectivamente cuando no se circunscriben a la colaboración de poderes o control de 
uno sobre otro, deberán ser atribuidas definitivamente al poder con el que funcionalmente 
estén identificadas, esto en aras de hacer más eficiente a cada uno de los Poderes de la 
Unión, y específicamente en este caso al Poder Legislativo.  

Por lo tanto compartimos, que las atribuciones contempladas en el artículo 37 inciso C), 
fracciones II, III y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativa 
a los permisos que debe conceder a los ciudadanos que pretenden ejercer un empleo, usar 
condecoraciones o bien aceptar títulos o funciones por parte de un gobierno extranjero, 
deberían pasar a ser facultades del Poder Ejecutivo, pues efectivamente a éste le compete el 
ejercicio de las atribuciones en materia de nacionalidad, extranjería y ciudadanía, de 
conformidad con lo que establecen diversos artículos de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal. Esta comisión considera que el hecho de que el uso o 
aceptación de una condecoración tenga que pasar necesaria y exclusivamente por el visto 
bueno del Senado de la República o en su caso de la Comisión Permanente, puede convertir 
al acto en una decisión mediada por intereses políticos más que al reconocimiento y 
distinción del trabajo de quien se hace acreedor de la condecoración de que se trate, por lo 
que se considera pertinente modificar este procedimiento.  

No es para nadie desconocida la saturación que genera la atención y desahogo de asuntos 
que no son plenamente de carácter legislativo, en las sesiones del Congreso de la Unión, 
por lo que a efecto de centrar a este órgano en la atención de las facultades inherentes a su 
naturaleza, de ahí la pertinencia de esta reforma.  

Sin embargo, con la idea de seguir fortaleciendo la cooperación y equilibrio entre los 
poderes, se propone que no se desligue del todo al Congreso de la Unión, por lo que si bien 
el Ejecutivo federal otorgará el permiso, existirá la vista y posible oposición de la Cámara 
de Senadores del Congreso de la Unión o de la Comisión Permanente. Esta modificación se 
propone en el último párrafo del referido artículo 37, en el que se obliga claramente al 
Ejecutivo dar aviso previo a la Cámara de Senadores o en su caso a la Comisión 
Permanente para que en caso de haber objeciones, éstas sean sustanciadas de acuerdo al 
procedimiento que se establezca en las leyes respectivas y el Ejecutivo las atienda y actúe 
en consecuencia con la resolución.  

Por lo anteriormente expuesto y motivado, de acuerdo con la Constitución, la Ley Orgánica 
del Congreso General y el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, esta comisión, somete a consideración del pleno de la 
Cámara de Diputados el siguiente dictamen con proyecto de:  

Decreto por el que se reforma el artículo 37 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.  

Artículo Único. Se reforman las fracciones II, III y IV así como el último párrafo del inciso 
c) del artículo 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar 
como sigue:  
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Artículo 37.  

A) ... a B) ...  

C) ...  

I. ...  

II. Por prestar voluntariamente servicios o funciones oficiales a un gobierno 
extranjero, sin permiso del Ejecutivo federal;  

III. Por aceptar o usar condecoraciones extranjeras sin permiso del Ejecutivo federal;  

IV. Por admitir del gobierno de otro país títulos o funciones sin previo permiso del 
Ejecutivo federal, exceptuando los títulos literarios, científicos o humanitarios que 
pueden aceptarse libremente;  

V. ...  

V. ...  

En caso de las fracciones II a IV de este apartado, el ejecutivo federal comunicará 
inmediatamente a la Cámara de Senadores o a la Comisión Permanente las solicitudes 
de permiso recibidas. Dicha Cámara o la Comisión Permanente, contarán con un 
plazo de cinco días hábiles para, de ser el caso, manifestar las observaciones 
correspondientes. Transcurrido el plazo, el Ejecutivo federal resolverá sobre la 
procedencia de las solicitudes.  

Transitorios  

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Quedará sin efecto toda disposición que contravenga el presente Decreto.  

Por la Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández, presidente; José Gildardo Guerrero Torres (rúbrica), Dora 
Alicia Martínez Valero (rúbrica), Mónica Fernández Balboa (rúbrica en contra), Carlos Armando Biebrich 
Torres (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Patricia Castillo Romero, Silvano Garay Ulloa (rúbrica en 
en contra), secretarios; Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (rúbrica), Felipe Borrego Estrada (rúbrica), 
Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade (rúbrica), Leticia Díaz de León Torres (rúbrica), 
Jaime Espejel Lazcano (rúbrica), José Luis Espinosa Piña (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Francisco 
Elizondo Garrido (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Arely Madrid Tovilla (rúbrica), Lizbeth Evelia 
Medina Rodríguez (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), 
Rosario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica en contra), Víctor Samuel Palma César, Cruz Pérez Cuéllar (rúbrica), 
Juan Francisco Rivera Bedoya, Juan José Rodríguez Prats (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica en 
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contra), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica)  
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DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 88 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados, 
le fueron turnadas para su estudio, análisis y dictamen correspondiente, diversas iniciativas 
de reforma constitucional al artículo 88, en materia de permisos al Presidente de la 
República para ausentarse del territorio nacional.  

Los diputados integrantes de la Comisión que suscriben realizaron diversos estudios y 
consultas a efecto de revisar el contenido de la iniciativa, e integrar el presente Dictamen 
con base en las facultades que les confieren los artículos 70, 71, 72, 73 y 74 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 39 y 45, numeral 6, inciso f), de la 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 55, 56, 57, 60, 87 
y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos y conforme a las deliberaciones que de la misma realizaron sus integrantes 
reunidos en Pleno, presentan a esta Asamblea el siguiente:  

Dictamen  

I. Antecedentes del procedo legislativo  

a) En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada el día 21 de 
diciembre de 2006 la diputada María Eugenia Campos Galván, del Grupo Parlamentario del 
PAN. presentó iniciativa que reforma y adiciona el artículo 88 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, misma que fue turnada para su estudio, análisis y 
dictamen correspondiente a la Comisión de Puntos Constitucionales, la cual se considera en 
el presente dictamen por coincidir con la materia del mismo.  

b) En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada el día 08 de 
marzo del año 2007, el Congreso del estado de Colima, presentó iniciativa con proyecto de 
decreto por la cual se reforma el artículo 88 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, misma que fue turnada para su estudio, análisis y dictamen 
correspondiente a la Comisión de Puntos Constitucionales, la cual se considera en el 
presente dictamen por coincidir con la materia del mismo.  

c) En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada el día 17 de 
abril del año 2007, los diputados Jorge Zermeño Infante y Jesús de León Tello, del Grupo 
Parlamentario del PAN, presentaron iniciativa para reformar el artículo 88 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que fue turnada para su 
estudio, análisis y dictamen correspondiente a la Comisión de Puntos Constitucionales, la 
cual se considera en el presente dictamen por coincidir con la materia del mismo.  

d) En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada el día martes 
24 de abril del año 2007, los diputados José Jesús Reyna García y Mauricio Ortiz Proal del 
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Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentaron iniciativa que 
reforma el artículo 88 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma 
que fue turnada para su estudio, análisis y dictamen correspondiente a la Comisión de 
Puntos Constitucionales, la cual se considera en el presente dictamen por coincidir con la 
materia del mismo.  

e) En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada el día viernes 
15 de junio del año 2007, el diputado Alejandro Chanona Burguete, del Grupo 
Parlamentario del Partido Convergencia presentó iniciativa que reforma el artículo 88 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que fue turnada para su 
estudio, análisis y dictamen correspondiente a la Comisión de Puntos Constitucionales, la 
cual se considera en el presente dictamen por coincidir con la materia del mismo.  

f) En sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, celebrada el día lunes 16 
de junio del año 2008, la diputada Yadhira Tamayo Herrera, del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, presentó iniciativa que reforma el artículo 88 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que fue turnada para su estudio, análisis 
y dictamen correspondiente a la Comisión de Puntos Constitucionales, la cual se considera 
en el presente dictamen por coincidir con la materia del mismo.  

g) En sesión ordinaria de la Comisión de Puntos Constitucionales, celebrada el día 19 de 
junio de 2008, se sometió a discusión de los diputados integrantes de la misma el presente 
dictamen el cual fue aprobado por unanimidad de los presentes.  

II. Valoración de las iniciativas  

1. Iniciativa de la diputada María Eugenia Campos Galván  

Estima la proponente que como parte de la transformación política que se ha venido 
generando en México durante los últimos años, y que han dado pie a una inevitable 
reflexión sobre la necesidad de modificar algunos preceptos legales que rigen la conducción 
del Estado mexicano, se encuentra sin duda, lo relativo a las ausencias del presidente de la 
república de territorio nacional, y la obligación de solicitar autorización al Congreso para 
tal efecto, sin importar el tiempo o duración de la misma.  

En efecto, esta restricción ha quedado pendiente como parte de la transformación del 
sistema político mexicano e incluso respecto a la trasformación del sistema internacional y 
en general de las relaciones internacionales. Asimismo, se ha mantenido al margen del 
avance tecnológico en las comunicaciones y medios de transporte que permiten hoy en día 
una comunicación inmediata y simultánea, además de acortar significativamente los 
tiempos de traslado, lo que deja sin justificación lo que en un principio dio pie a dicha 
restricción.  

Lo anterior es a tal grado, que incluso hoy día la interpretación que se le da a lo establecido 
en el artículo 88 de la Constitución en comento, gira más entorno a un marco de control 
político del Poder Legislativo sobre el Ejecutivo, que lo que le dio origen, que era, de forma 
específica, evitar la ausencia del territorio nacional del Presidente en tiempos donde las 
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convulsiones nacionales podían requerir una intervención inmediata por parte del Estado, 
sin que hubiera posibilidades para hacerlo debido a las limitantes tecnológicas en 
comunicación y transporte en caso de que el Ejecutivo se encontrase en el extranjero.  

Resulta evidente pues, para quien hace esta propuesta en estudio, que dicha restricción 
quedó ya rebasada, al grado que ahora arroja el inconveniente de limitar, más que 
incentivar, las formas en que el gobierno mexicano busca el interés nacional e 
internacional, y en ocasiones, incluso, pervierte el principio de control político que sustenta 
dicha aplicación.  

De esta forma, la presente iniciativa pretende modificar el artículo 88 de la Constitución 
con el objeto de actualizar lo ya previsto, pero manteniendo un mayor grado de flexibilidad 
que permita por un lado al Ejecutivo agendar viajes al extranjero e incluso realizarlo en 
caso de emergencia, y por otro, adecuar el control político y entendimiento entre Ejecutivo 
y Legislativo respecto a las ausencias de territorio nacional del Presidente de la República y 
las relaciones internacionales del Estado mexicano, evitando el que dicha autorización sea 
utiliza más como arma política o chantaje, que como un verdadero principio de control.  

En ese sentido, resulta conveniente considerar tanto los cambios internos como los externos 
y con base a ello dar paso a la forma y alcances en que la ausencia del presidente del 
territorio nacional pueda darse guardando el principio de control político e incentivando la 
interacción de México con el mundo.  

Como parte de la transformación del contexto externo, el sistema internacional ha 
experimentado cambios profundos en las últimas décadas, lo que ha orillado a todas las 
naciones a redefinir su rol en el contexto internacional, procurando en ello el interés 
nacional y de la comunidad internacional en general.  

Esta Comisión coincide en que la presencia del jefe de Estado puede ser igualmente urgente 
tanto en el extranjero como en territorio nacional, lo que requiere flexibilidad de traslado y 
atención, además de un debido margen para agendar o programar giras sin que exista la 
posibilidad de que pueda negarse la ausencia del territorio y la participación en asuntos ya 
agendados.  

Sin duda, la flexibilidad e inmediatez para mantener un diálogo y contacto permanente 
entre los Estados, y de manera particular sus dirigentes resulta imprescindible.  

Lo anterior se puede observar fácilmente en el hecho de que en la mayoría de los países de 
régimen presidencial como es el caso de América Latina, la autorización del Congreso al 
Presidente de la República para ausentarse del territorio nacional por un periodo no mayor a 
lo ya establecido en la constitución (en incluso sin un periodo determinado), es 
prácticamente inexistente.  

Es de destacar, la mención que hace la iniciativa de que , México, de entre los países 
latinoamericanos, comparte únicamente con El Salvador y Bolivia la disposición de 
prohibir al Presidente de la República salir del territorio nacional sin importar el tiempo o 
período de la ausencia sin licencia del Poder Legislativo, mientras el resto de los Estados 
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mantienen un esquema flexible sobre los viajes al extranjero de sus respectivos jefes de 
Estado, ello, sin perder el diálogo con el Poder Legislativo como condición de un control 
político acorde a los tiempos y necesidades actuales.  

Por otro lado, como parte del contexto interno, es oportuno decir que fue la Constitución de 
1824 la que prohibió terminantemente que el Presidente de la República saliera del país; 
considerando que los medios de transporte del siglo XIX en México, hacían pensar que 
cualquier salida del Presidente de la República tendría que ser forzosamente de una larga 
duración, lo que impediría una rápida acción por parte del Estado ante diversas situaciones.  

Desde esa perspectiva, resulta entendible la restricción que en un principio se hizo al 
Presidente de la República para abandonar el territorio nacional, o bien, como continúa 
ahora, de solicitar autorización de forma previa al Congreso.  

No obstante, como González Oropeza señala, las ausencias del presidente, no implican una 
licencia, pues aun cuando existe una salida del territorio nacional, no puede considerarle 
técnicamente una falta, sino una salida del país para la cual conserva su investidura sin 
dejar de ejercer el Poder Ejecutivo. Esto es, que la ausencia del territorio nacional del 
Presidente de la República no implica que el Poder Ejecutivo federal quede sin la instancia 
que es capaz de adoptar decisiones para afrontar problemas imprevistos o repentinos.1  

De esa forma, las ausencias del Presidente del territorio nacional no rompen los vínculos 
del titular del Ejecutivo con la administración pública federal ni con el conocimiento de lo 
que pasa en el país.  

Las facilidades con las que hoy en día cuenta el Presidente de la República para trasladarse 
de forma inmediata de un lugar a otro, así como el acceso a los medios de comunicación de 
enlace inmediato, garantizan que la gobernabilidad en el país no se vea amenazada por la 
ausencia temporal del Ejecutivo, y que los continuos viajes al extranjero que realiza un 
presidente en su carácter de representante del Estado mexicano obligan a actualizar el 
marco normativo para que esté acorde a las circunstancias y exigencias actuales.  

Por otro lado, la iniciativa en estudio nos hace ver que la necesidad de modificar el artículo 
en referencia, ha sido ya abordado tanto en la Cámara de Diputados con en la de Senadores 
en la pasada LIX Legislatura.  

México, que en los últimos años ha implantado una política exterior activa, ha asumido un 
importante liderazgo internacional, por lo que se debe ahora actualizar la disposición 
contenida en el artículo 88 de la Constitución, que como ya se dijo, limita, más que 
promueve, la flexibilidad e interacción del Ejecutivo federal en el extranjero como 
representante del Estado mexicano.  

Tomando en consideración todo lo anterior, resulta conveniente el impulsar una reforma a 
dicho artículo de la Constitución y actualizar así un precepto que se encuentra, a juicio del 
proponente, rebasado.  
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Esto es, conjugar las necesidades del Ejecutivo federal como parte de la interacción en las 
relaciones internacionales, y sus responsabilidades hacia el interior, atendiendo los 
mecanismos de pesos y contrapesos o de control político que imperan en cada sistema 
político, como es el caso mexicano.  

La propuesta plantea pues la necesidad de reformar el artículo 88 de la Constitución, para 
establecer que el Presidente de la República podrá ausentarse del territorio nacional sin 
permiso del Congreso de la Unión o de la Comisión Permanente hasta por ocho días al mes, 
consecutivos o no; debiendo comunicar previamente al Poder Legislativo su decisión de 
ausentarse y los motivos para hacerlo, para posteriormente enviarle un informe de las 
actividades oficiales realizadas.  

En la propuesta analizada se establece que se deberá comunicar previamente al Congreso la 
decisión para ausentarse y los motivos para hacerlo y enviar posteriormente un informe de 
actividades. Esta disposición obedece, básicamente, a una cuestión de control político. En 
efecto, durante décadas, la concentración del poder el Ejecutivo limitó las funciones del 
Poder Legislativo, inhibiendo así la regla de oro de la relación dialéctica de poder y control, 
consistente en que todo fortalecimiento del poder estatal debe acompañarse el respectivo 
fortalecimiento de los mecanismos de control; esto es, a mayor poder, corresponde 
necesariamente mayor control.  

2. Iniciativa del Congreso de Colima  

Estima el Congreso de Colima, en la parte expositiva de su iniciativa, que el titular del 
Poder Ejecutivo federal tiene claramente establecidas sus facultades en el artículo 89 de 
nuestra Carta Magna, y entre ellas está la de dirigir la política exterior mexicana bajo 
ciertos principios normativos como lo son: la independencia de los pueblos, la no 
intervención en asuntos interiores de otras naciones, la solución pacífica de controversias 
internacionales, la proscripción de amenaza o el uso de la fuerza hacia las relaciones 
diplomáticas de carácter internacional, la igualdad jurídica de los Estados-Nación, la 
cooperación internacional para el desarrollo económico de los pueblos en el mundo, y la 
lucha por la paz, la salud y la seguridad social internacional.  

Estos principios normativos antes descritos en política exterior, los tiene que realizar el 
Presidente de la República representando a los mexicanos en las visitas hacia el exterior, 
como jefe de Estado impulsando con ello el desarrollo científico y tecnológico en diferentes 
áreas como lo son: la industria, el campo, la medicina etcétera, así como el de mantener y 
fortalecer los lazos de amistad del pueblo y gobierno de México con otras naciones, 
facilitando el crecimiento económico y comercial de nuestro país con las demás naciones 
con las que mantenemos relaciones de negocios, beneficiando con esto al pueblo de México 
y a los demás pueblos del mundo mirando sobre todo por la paz y la prosperidad de estos 
mismos, respetando y reconociendo nuestro liderazgo y solidaridad que tenemos los 
mexicanos hacia los gobiernos extranjeros y sus respectivos pueblos como naciones 
independientes en esta época contemporánea.  

Se establece también que México no debe estar aislado de la convivencia internacional, ya 
que es importante que nuestro país participe en los foros internacionales de los que forma 
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parte, y que han permitido la apertura de mercados y la práctica de negocios entre los 
distintos pueblos del mundo, de ahí la necesidad de que el Presidente de la República tenga 
que viajar a diversos países representando al pueblo y gobierno de México como jefe de 
Estado, con el fin de impulsar el crecimiento y desarrollo de México mejorando el nivel de 
vida por los avances y la modernidad que ostenta la economía global, fortaleciendo también 
la cultura, la educación y las relaciones bilaterales y trilaterales con los demás países que 
conforman el globo terráqueo.  

La presencia del mandatario mexicano en el extranjero confirma y constituye el interés de 
México para establecer relaciones y acuerdos políticos al más alto nivel dentro de las 
relaciones exteriores, a fin de entablar prioridades en las agendas de trabajo con los 
diversos países en el mundo. Por ello las relaciones de amistad, de trabajo internacional 
constituyen hoy en día, la oportunidad de mantener e impulsar el dialogo político, 
fortificando las relaciones económicas y comerciales así como, las posiciones comunes en 
temas prioritarios de las agendas regional, nacional e internacional.  

En resumen, la iniciativa materia del presente estudio tiene por objeto reformar el artículo 
88 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que el titular del 
Poder Ejecutivo federal no pida permiso al Congreso de la Unión o en sus recesos a la 
Comisión Permanente para poder ausentarse del país, sino que, únicamente comunique al 
Poder Legislativo el motivo de sus salidas hacia el extranjero y los días de duración por el 
cual se ausentará, con el objeto de que el Congreso esté debidamente informado 
oficialmente, y este Poder lo comunique al pueblo de México, no restringiendo con ello la 
responsabilidad que tiene el Presidente de la República de estrechar los lazos de amistad, de 
trabajo en política exterior, así como de impulsar la colaboración internacional para que 
México y su pueblo crezcan en lo económico, en lo comercial y se sigan manteniendo 
buenas relaciones en lo exterior con las demás naciones.  

3. Iniciativa de los diputados Jorge Zermeño Infante y Jesús León Tello  

La iniciativa estudiada tiene por objeto proponer un cambio constitucional en la regla que el 
presidente tiene que observar para salir al extranjero, que es el permiso por parte del 
Congreso de la Unión.  

Se propone un rediseño constitucional: establecer el control político, allí donde es 
necesario; y fortalecer la movilidad política del presidente en su conducción internacional, 
allí donde es justificable, pero ante todo la rendición de cuentas del Ejecutivo frente al 
legislativo.  

Consideran los diputados autores de la presente iniciativa que el permiso legislativo para 
que el Ejecutivo salga al extranjero, es una regla que en el contexto actual no implica un 
control adecuado de un sistema legislativo moderno y eficaz y que por el contrario, es un 
obstáculo real para ejercer la política exterior en un mundo globalizado, pues es una norma 
que no es conforme con el sistema constitucional de las democracias actuales, ni tampoco 
se ajusta al control legislativo de la evaluación de la política exterior del Ejecutivo, que es 
competencia del Senado, porque la misma no debe implicar el control político de negar o 
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permitir una salida al extranjero, sino más bien en analizar con responsabilidad la 
pertinencia de la política exterior.  

Esta propuesta de reforma constitucional hace ver la necesidad de eliminar el requisito del 
permiso del legislativo para los viajes al extranjero del presidente, y sustituirlo por un 
modelo de aviso y notificación al legislativo de todos los viajes del presidente.  

En efecto, la redefinición de la república que hoy plantean diversos actores políticos, pasa 
por la necesidad de revisar el marco constitucional del sistema presidencial en México.  

Se hace también una revisión de la trayectoria de tal disposición en la historia de México 
señalando que el primer antecedente de esta norma constitucional lo encontramos en la 
Constitución política de la monarquía española, promulgada en Cádiz en 1812, de ahí se 
incorpora al decreto constitucional para la libertad de la América Mexicana, sancionada en 
Apatzingán en 1814; y fue en la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 
1824 cuando en el artículo 112, fracción V, se incorpora como restricción para el presidente 
y vicepresidente, de no poder salir del territorio de la república, sino mediante permiso del 
Congreso. Este precepto constitucional continuó en las Constituciones políticas de la 
republica de 1842, 1856 y 1917. Es importante señalar que no existen muchos antecedentes 
de debates en relación a esta norma constitucional, solo en el Congreso Constituyente de 
1856, en el que los legisladores discutían sobre la viabilidad del entonces artículo 87 
constitucional y de aquel debate se desprende que la realidad histórica en la cual se 
desenvolvía la política nacional, no corresponde al actual, aquella era época de rebeliones y 
de inestabilidad.  

Pues bien, los viajes del presidente forman parte de la naturaleza ejecutiva de su función 
constitucional de conducir las relaciones exteriores como jefe de toda la Unión. La 
Presidencia de la República, es claro, debe seguir manteniendo la rectoría en las relaciones 
internacionales cada vez más complejas y dinámicas, pero el Congreso debe revisar que esa 
conducción se realice de la mejor manera y en la medida de lo posible con el acuerdo sobre 
todo con la discusión de toda la representación política; ello no significa que en cada viaje 
que tenga que realizar el presidente, tenga que pedir un permiso al Legislativo.  

Estiman también, los proponentes que nuestro país ha celebrado una gran cantidad de 
tratados de libre comercio con diferentes pasíses. No es justificable, pues, que la apertura 
jurídica que demandan las relaciones exteriores, tenga obstáculos para bloquear el ejercicio 
eficaz de las relaciones exteriores. El decidir si se viaja o no al extranjero, no es una 
cuestión política que dependa de los intereses coyunturales de los partidos, sino que 
depende de la agenda internacional que el Ejecutivo instrumente como jefe de Estado.  

Si acudimos, además, al derecho constitucional comparado veremos que la regla de pedir 
permiso, socorrida tradicionalmente en sistemas latinoamericanos, se ha venido matizando 
bajo la idea de no pedir permiso, salvo que la ausencia sea mayor de ciertos días.  

4. Iniciativa de los diputados José Jesús Reyna García y Mauricio Ortiz Proal  
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En general, esta Comisión coincide con los razonamientos de la parte expositiva de la 
iniciativa en comento, los cuales detallamos a continuación.  

La iniciativa que aquí se estudia parte de la afirmación de que para el ejercicio de la 
atribución que tiene el titular del Ejecutivo federal en materia de conducción de la política 
exterior éste se ve obligado con frecuencia a abandonar temporalmente el territorio nacional 
con la finalidad de sostener reuniones con mandatarios o funcionarios de otros Estados u 
organismos internacionales, para la celebración de acuerdos o tratados, así como para 
promover el desarrollo económico nacional mediante la captación de recursos provenientes 
de inversionistas extranjeros.  

Sin embargo, en el artículo 88 constitucional se establece un claro límite al ejercicio de 
dicha facultad, al disponer este precepto que: "El presidente de la República no podrá 
ausentarse del territorio nacional sin permiso del Congreso de la Unión o de la Comisión 
Permanente en su caso."  

Tal disposición implica que el presidente de la República se encuentra obligado a solicitar 
autorización para el ejercicio, si bien con un matiz especifico, de una atribución que le ha 
sido conferida por la propia Constitución, y si bien en sus orígenes tuvo un sustento 
razonable, en la actualidad resulta anacrónica e innecesaria.  

Estima el proponente que el avance tecnológico y la necesidad de participar activamente en 
las relaciones que rigen en un mundo globalizado, hacen necesaria la revisión de los 
términos en que el presidente de la República debe solicitar autorización para ausentarse 
del territorio nacional, para no dificultar el ejercicio de las atribuciones que le confiere la 
Constitución, y por ende perjudicar de manera alguna la correcta representación de los 
intereses de la nación.  

Así pues, en los términos en que lo dispone actualmente el artículo 88 constitucional, es 
facultad del Congreso, y en los recesos de éste, de la Comisión Permanente, conocer, 
analizar y calificar la procedencia de la autorización para que el titular del Poder Ejecutivo 
se ausente del país. El objeto de dicho procedimiento es asegurar que en ejercicio de la 
función de control que compete al Poder Legislativo, éste evalúe si los motivos del viaje 
justifican su realización, así como si la situación interna del país permite que el presidente 
de la República se ausente del territorio nacional.  

Se advierte que la falta de un procedimiento determinado para la tramitación de la 
autorización correspondiente ha provocado que se genere un proceso de facto ante la falta 
de criterios específicos para el otorgamiento o negación del permiso, lo que ha permitido 
que éste sea utilizado meramente como instrumento político.  

Por lo tanto, en consideración del grado de avance que existe en materia de tecnologías de 
comunicación y de transporte sobre lo que está por demás abundar, y la necesidad de tener 
una participación dinámica en el contexto internacional, esta iniciativa propone que se 
reforme el artículo 88 constitucional, con la finalidad de permitir que el presidente de la 
República pueda ausentarse de territorio nacional por un periodo que no exceda de diez días 
naturales sin necesidad de solicitar autorización al Congreso de la Unión.  
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Sin embargo, se considera necesario que previamente se informe al Poder Legislativo sobre 
la realización del viaje respectivo, así como los motivos de éste, a fin de que tome 
conocimiento de dicha circunstancia.  

En la actualidad, cualquiera que sea la ubicación física del presidente de la República, éste 
será capaz de enterarse de cualquier asunto que requiera de su atención urgente y en 
consecuencia tomar las decisiones correspondientes, por lo que la necesidad de arraigar al 
titular del Ejecutivo al lugar de residencia de los poderes federales requiere forzosamente 
ser flexibilizada.  

Sin embargo, en los casos en que la ausencia exceda de dicho periodo deberá solicitar la 
autorización correspondiente, debiendo el Congreso valorar efectivamente la pertinencia 
del viaje, en atención a los compromisos que deban ser atendidos personalmente por el 
titular del Ejecutivo.  

Por otra parte, es necesario obligar al presidente de la República a considerar el papel que 
la Constitución otorga al Senado para vigilar la conducción de la política exterior, por lo 
cual se propone obligar al presidente de la República a que en todos los casos en que se 
ausente del territorio nacional, elabore un informe pormenorizado respecto de las 
actividades desarrolladas durante su viaje y la manera en que éstas habrán de impactar en el 
desarrollo de la política exterior y del país en general, el cual deberá ser presentado ante la 
Cámara de Senadores a fin de que ésta tenga elementos suficientes para pronunciarse al 
respecto, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales.  

5. Iniciativa del diputado Alejandro Chanona Burguete  

En un recuento histórico el diputado proponente hace énfasis en que el propósito original de 
nuestro actual artículo 88 constitucional se encuentra más atrás de la historia del México 
independiente, y descansa en la Constitución de Cádiz de 1812. En aquélla norma se 
estableció una relación directa entre la ausencia del rey y el abandono de sus funciones. Así 
el artículo 172 normaba que "no puede el rey ausentarse del reino sin consentimiento de las 
cortes y, si lo hiciere, se entiende que ha abdicado a la corona".  

Las Constituciones del México independiente retomaron tal artículo, reconociéndose la 
vigencia de su sentido en un momento histórico de formación del Estado mexicano y de 
convulsiones institucionales y políticas.  

La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824 estableció, en el artículo 
112, que "el presidente, y lo mismo el vicepresidente, no podrán, sin permiso del Congreso, 
salir del territorio de la república durante su encargo, y un año después".  

Las leyes constitucionales de 1836 fundaron un sistema político centralista, en el que se 
incorporó, sin cambios sustanciales, la norma anterior. Se consignó en el artículo 18 que el 
presidente no puede "salir del territorio de la república durante su presidencia, y un año 
después sin el permiso del Congreso".  
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Las Bases Orgánicas de la República de 1843 se generaron en un contexto político de 
inestabilidad, debilidad de las instituciones del Estado, cambios constantes en la titularidad 
de la presidencia y confrontación de intereses facciosos, que dieron por resultado tanto 
recuperar la norma anterior como hacerla aún más estricta.  

De este modo el artículo 89 establecía que el presidente no podía salir del territorio de la 
república durante su encargo sin el permiso del Congreso, situación que se impuso más 
rígida, al señalar en una fracción posterior que el presidente no puede "separarse más de 
seis leguas del lugar de la residencia de los supremos poderes sin permiso del cuerpo 
legislativo".  

La Constitución federal de 1857 recuperó la orientación de la norma anterior e impuso 
mayor rigor al asunto. En el artículo 84 establecía que "el Presidente no puede separarse del 
lugar de la residencia de los poderes federales ni del ejercicio de sus funciones sin motivo 
grave calificado por el Congreso y, en sus recesos, por la Diputación Permanente.  

La Constitución de 1917 deja ver un acuerdo federal más flexible y refleja un avance 
sustancial en las circunstancias políticas de la nación. En el nuevo ordenamiento ya fue 
anacrónico arraigar al Ejecutivo al lugar de asiento de los poderes federales. En el mismo 
sentido ya no se condicionó la ausencia del presidente sólo a causas graves. Las nuevas 
circunstancias políticas nacionales e internacionales impusieron una norma moderna.  

El avance político que significó la Constitución de 1917 refrendó el pacto federal y el 
entendimiento entre los poderes. Se depositó en el Congreso de la Unión la facultad de 
otorgar al Presidente el permiso para salir del país, en un el marco del ejercicio democrático 
de poderes compartidos. El Congreso evalúa las circunstancias de la ausencia del presidente 
y la pertinencia de los viajes.  

La aprobación del artículo 88 en el Congreso Constituyente no fue motivo de debate o 
señalamientos. Se aprobó por unanimidad de 142 votos.  

Este artículo se mantuvo hasta la reforma de 1966, en la que se reconoció la importancia de 
una presencia más activa del presidente en el escenario mundial y, en consecuencia, la 
mayor frecuencia de los viajes presidenciales; dentro de esta lógica, la reforma fue en el 
sentido de ampliar a la Comisión Permanente la facultad de otorgar permisos.  

La reforma propuesta considera que los adelantos tecnológicos, hoy han superado las 
limitaciones de transporte y comunicación de antaño. Antes el presidente de la república se 
veía limitado por largos viajes y medios de comunicación insatisfactorios.  

Los viajes del Ejecutivo significaban semanas de ausencia, durante los cuales no había 
certeza acerca del curso de los asuntos internos de la república. Los medios de 
comunicación existentes, a tiempos accidentada, poco segura o deficiente, no permitían al 
Ejecutivo la dirección adecuada de los asuntos del país.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2531-II, viernes 20 de mes de 2008. 
 

11 
 

Hoy debe reconocerse que las condiciones materiales que prevalecían en el siglo XIX y 
mediados del XX, en cuanto a la facilidad y rapidez de los viajes al extranjero, así como las 
posibilidades de comunicación, se han modernizado sustancialmente. El mundo se ha 
vuelto cada vez más pequeño. Antaño, los viajes en carroza, ferrocarril o barco se 
realizaban en un promedio de 60 kilómetros por hora, lo cual tomaba semanas para salir y 
regresar al territorio nacional. Hoy pueden recorrerse mil 500 kilómetros por hora y dar la 
vuelta al mundo en un día y medio.  

De igual manera, las comunicaciones se limitaban al correo y al telégrafo, lo que dificultaba 
la atención del presidente de los asuntos internos. Ahora la comunicación es directa y 
posibilita la transferencia de voz, datos e imagen, permitiendo la interacción del Ejecutivo 
con sus ministros en tiempo real, la toma de decisiones de forma inmediata y el 
seguimiento a los asuntos.  

Se suma a la anterior argumentación la facultad y obligación constitucional del presidente 
para dirigir la política exterior. La conducción de los asuntos externos adquiere, en el marco 
del artículo 88 constitucional, el mismo reconocimiento que el despacho de los asuntos 
internos. No existe de modo alguno divorcio entre política interna y externa, de tal suerte 
que no puede ejercerse una sin el ejercicio responsable de la otra.  

Se entiende que el viaje al extranjero, en la atribución de las facultades del presidente, no 
va en detrimento de su alto mandato; al contrario, en cumplimiento de sus funciones 
constitucionales. No se deriva de este acto el abandono de sus altas responsabilidades, sino 
el pleno ejercicio de las mismas, al asegurar acciones en el exterior, que fortalezcan las 
tareas al interior.  

Este hecho se reconoce y refrenda en un mundo globalizado, el cual impone una agenda 
internacional dinámica en la que nuestro país debe participar eficientemente. Las nuevas 
circunstancias internacionales demandan agilidad en la atención de los asuntos externos. El 
número de foros bilaterales y multilaterales que hay que atender se ha multiplicado 
considerablemente. La presencia del primer mandatario en ellos debe asegurar la más alta 
representación de México y el eficaz desahogo de la agenda exterior.  

Otro argumento que también abona a favor de esta iniciativa es la práctica que en otros 
países se lleva a cabo sobre la materia.  

Debe, en consecuencia construirse un marco jurídico claro, que al tiempo que asegure el 
cumplimiento de las obligaciones en materia de política exterior del presidente, también 
asegure su permanencia en el país para la atención de los asuntos internos, así como un 
nuevo acuerdo entre los Poderes de la Unión.  

Hoy no puede posponerse la reforma a este artículo, al considerarse que su propósito 
primigenio ha sido superado, que los cambios en el escenario internacional imponen nuevas 
reglas, que el respeto entre los poderes de la Unión debe renovarse en nuevos equilibrios, y 
que existe una amplia experiencia constitucional internacional y antecedentes legislativos 
en esta honorable Cámara que apuntan hacia la reforma de este artículo.  
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6. Iniciativa de la diputada Yadhira Tamayo Herrera.  

Esta propuesta procura, dar un mayor dinamismo y eficacia al ejercicio de las facultades del 
jefe de Estado que la Constitución le otorga; lo que se busca es cambiar el proceso que ya 
no esta acorde con la actualidad.  

Señala que a partir de la administración de Adolfo López Mateos la presencia de los 
presidentes mexicanos en el mundo ha sido frecuente, hasta que en la legislatura de 1997 a 
2000 se por primera vez convirtió en un asunto controvertido, debido a la modificación en 
el equilibrio de fuerzas políticas en el interior de la Cámara Diputados, dando como 
resultado una relación diferente entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo.  

Este hecho revela la fuerza de dicha disposición constitucional, el cual puede ser usado, por 
el partido de oposición en el Congreso, como instrumento de control y de negociación 
sobre el poder Ejecutivo.  

Las circunstancias políticas actuales, y la necesidad de participar activamente en las 
relaciones que rigen en un mundo globalizado, hace necesario revisar los términos en que el 
Presidente de la República debe solicitar autorización para ausentarse del territorio 
nacional, para no dificultar el ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución y, 
por ende, perjudicar de manera alguna la correcta representación de los intereses de la 
nación.  

Considera necesario replantear el artículo 88 constitucional para que el Ejecutivo ya no 
tenga que solicitar permiso al Congreso para dejar el país; tampoco se pretende darle 
libertad total, ya que, por el contrario, en cada viaje deberá entregar un informe detallado de 
las metas, los objetivos alcanzados y los beneficios que obtuvo el país.  

También deberá incluirse un reporte pormenorizado de los costos y la comitiva que 
acompaña al mandatario, con el fin de transparentar el uso de los recursos públicos y 
garantizar la rendición de cuentas.  

La propuesta reconoce la tendencia internacional, cada vez más generalizada, y propone un 
régimen que permita al titular del Ejecutivo federal ejercer de manera más eficaz las 
facultades y obligaciones que la propia Constitución le confieren en la conducción de la 
política exterior y en materia de relaciones internacionales.  

En virtud de lo anterior, esta propuesta procura que el presidente de la república cumpla 
con mayor oportunidad y eficacia sus obligaciones diplomáticas.  

III. Consideraciones de la comisión  

La Comisión de Puntos Constitucionales, al analizar las iniciativas descritas, considera lo 
siguiente:  
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Primero: Es de atenderse la iniciativa de la diputada María Eugenia Campos Galván, en 
razón de que, es viable la modificación al artículo 88 constitucional, puesto que, la 
transformación del sistema político mexicano conlleva la innegable necesidad de adecuar 
nuestro marco normativo para fortalecer al Estado mexicano en la consolidación de nuestra 
democracia y en la búsqueda de nuestros intereses. Entonces, la restricción mencionada en 
el precepto señalado ya quedó superada, en atención al entorno nacional e internacional que 
hoy se vive.  

El cambio constitucional planteado permitirá una mayor flexibilidad que permita al 
Ejecutivo calendarizar sus viajes al extranjero, así como un control político y de 
entendimiento entre Ejecutivo y Legislativo, tocante las ausencias de territorio nacional del 
Presidente de la República y las relaciones internacionales del Estado mexicano. Esto 
también evitará que, las ausencias del Presidente de la República del territorio nacional 
sean manejadas como cuestión política en nuestro órgano legislativo federal. Por tanto, esta 
Comisión concuerda con la iniciativa aludida, para realizar el cambio constitucional 
descrito, en aras de la flexibilidad e inmediatez para mantener un diálogo y contacto 
respetuoso y permanente entre los Estados Constitucionales con los que México mantiene 
relaciones diplomáticas, así como con los organismos internacionales de los cuales forma 
parte.  

Segundo: Esta Comisión de Puntos Constitucionales también bosqueja un análisis de la 
iniciativa del Congreso de Colima. Al respecto, la Quincuagésima Quinta Legislatura 
estatal del Congreso de Colima argumenta la importancia, la política exterior del país con 
los diversos países en el mundo y el papel que desempeña el presidente de la republica en el 
extranjero, es necesario brindarle las facilidades para ausentarse del país, en vista, que no 
existe mayoría absoluta de algún grupo parlamentario para direccionar las Cámaras, lo que 
obliga a que se susciten los acuerdos y los consensos; pero en ocasiones no se logran que 
impiden y coartan la presencia del Presidente en el extranjero.  

Razonando lo anterior, tiene como objeto reformar el artículo 88 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para que el titular del Poder Ejecutivo federal no pida 
permiso al Congreso de la Unión o en sus recesos a la Comisión Permanente para poder 
ausentarse del país, sino que, únicamente comunique al Poder Legislativo el motivo de sus 
salidas hacia el extranjero y los días de duración por el cual se ausentará, con el objeto de 
que el Congreso esté informado, y este Poder lo comunique al pueblo de México, no 
restringiendo con ello la responsabilidad que tiene el Presidente de la República en materia 
de política exterior.  

Reflexionando los fundamentos de la legislatura local del Estado de Colima, la Comisión 
de Puntos Constitucionales acordó que, es necesario reformar el artículo 88 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Tercera: A cerca de la iniciativa de los diputados Jorge Zermeño Infante y Jesús León 
Tello, esta Comisión estima acertado el propósito de la misma. Efectivamente, las reglas 
constitucionales vigentes son en gran parte, producto del sistema político-constitucional del 
siglo XX; de un sistema de partido único que englobó al régimen constitucional y cuyo jefe 
máximo era el Presidente de la República y a su vez, como líder del partido único y luego 
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predominante, quien delineaba las pautas y la agenda de nuestro órgano legislativo federal. 
Esta supremacía presidencial que consistía en un exceso político ya quedó superada, al 
imperar hoy día una pluralidad de partidos que reflejan diferentes ideologías, propuestas y 
plataformas políticas.  

Consecuentemente, coincidimos con la iniciativa esbozada, al exponer un cambio 
constitucional en la regla que el presidente tiene que observar para salir al extranjero: el 
permiso del Congreso, de ahí que se trata de un replanteamiento constitucional, al estimarlo 
como un control político y un fortalecimiento a la movilidad política del presidente en su 
conducción internacional, allí donde es justificable, pero ante todo la rendición de cuentas 
del Ejecutivo frente al legislativo, como un deber inexcusable. Esto con fundamento en que, 
el permiso legislativo que se esgrime para que el Ejecutivo viaje al extranjero, es una 
máxima que en el contexto actual para ejercer la política exterior en un mundo globalizado, 
con responsabilidad y pertinencia.  

Cuarto: Respecto a la iniciativa de los diputados José Jesús Reyna García y Mauricio Ortiz 
Proal, estimamos acertado lo descrito en la misma. Actualmente, las relaciones 
internacionales se han intensificado en la integración de los mercados económicos y en los 
procesos de integración socio cultural. Por tanto, es pertinente revisar las normas e 
instituciones internas que regulan la participación de México en el ámbito internacional, 
con el propósito de que se procure una eficiente representación de nuestros intereses en el 
exterior, de acuerdo con el Derecho Internacional.  

De tal manera que juzgamos pertinente lo expuesto en la iniciativa que se alude, para no 
repetir situaciones de negación de los permisos mencionados al presidente de la república, 
que se suscitaron durante los sexenios de los mandatarios Ernesto Zedillo Ponce de León y 
de Vicente Fox Quezada, lo cual demostró una falta de solidez y coordinación interna de 
nuestras instituciones constitucionales, para atender la agenda internacional de México, 
puesto que hoy día, nuestro país se encuentra inmerso en un mundo globalizado, que hace 
necesario examinar los lapsos en que el presidente de la república ha de requerir permisión 
para ausentarse del territorio nacional, para no dificultar el ejercicio de las potestades que le 
otorga nuestra Carta Maga, y por tanto, perjudicar una atinada representación de los 
intereses de la nación mexicana.  

Quinto: En atención a la iniciativa del diputado Alejandro Chanona Burguete, es pertinente 
resaltar las consideraciones Históricas que traza nuestro compañero diputado. El artículo 88 
constitucional vigente, ha tenido una función histórica en la construcción del Estado 
mexicano y en la estabilidad política del país, sus antecedentes se encuentran en la 
Constitución de Cádiz de 1812. Artículo 172. En el México independiente, la Constitución 
Federal de 1824, las Leyes Constitucionales de 1836, las Bases Orgánicas de la República 
de 1843, Artículo 89, la Constitución Federal de 1857, Artículo 84 y la Constitución de 
1917, Artículo 86, estos ordenamientos regulaban que Primer Magistrado no podía 
separarse del lugar de la residencia de los poderes federales ni del ejercicio de sus 
funciones  

El artículo 88 de la Constitución del 17 fue reformado en 1966, en la que se reconoció la 
importancia de la presencia del Presidente de la República en el escenario mundial y 
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aumentaron los viajes presidenciales, para ello se amplio la facultad a la Comisión 
Permanente de otorgar permisos.  

En esta Comisión consideramos que, la reforma al artículo 88 que se pretende ha tomado en 
cuenta los argumentos e iniciativas previas que fueron presentadas en otras legislaturas: la 
LVIII Legislatura el PRI, la LIX Legislatura el PAN y en la misma Legislatura el Partido 
Verde Ecologista. Por tanto, considerando lo narrado, la Comisión de Puntos 
Constitucionales coincide con el Diputado Chanona Burguete que "el artículo 88 debe 
modificarse en el sentido de permitir al jefe del Ejecutivo ausentarse del país, en ejercicio 
de sus facultades constitucionales, para dirigir una política exterior activa, sin que se exija 
el permiso del Congreso cuando los viajes sean menores a diez días."  

Sexto: Respecto la iniciativa de la diputada Yadhira Tamayo Herrera, la Comisión de 
Puntos Constitucionales juzga loable la misma. La búsqueda constante de nuevos 
instrumentos de colaboración entre los Poderes, que les permitan actuar con mayor 
eficiencia y oportunidad, conlleva a proyectar una reforma al artículo 88 constitucional, 
mediante la cual se modifica y simplifica el régimen del permiso que debe obtener el 
presidente de los Estados Unidos Mexicanos para ausentarse del territorio nacional.  

Esta Comisión reconoce el valor de la propuesta, en razón de que procura un nuevo 
dinamismo y eficacia al ejercicio de las facultades del jefe de Estado que la Constitución le 
otorga. Se encamina a un proceso que no es acorde al escenario nacional e internacional. 
Como dato histórico, tal y como lo alude la iniciativa de la diputada Tamayo Herrera, desde 
la administración de Adolfo López Mateos, la presencia de los presidentes mexicanos en el 
mundo ha sido frecuente, hasta que en la legislatura de 1997 a 2000, por primera vez 
convirtió este tema en un asunto controvertido, debido a la modificación en el equilibrio de 
fuerzas políticas en el interior de la Cámara Diputados, lo que origino una relación 
diferente entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo.  

No obstante, valoramos que, las circunstancias políticas actuales son distintas, así como la 
trascendencia de que, nuestro país concurra eficazmente en las relaciones que rigen en un 
mundo globalizado. Ello hace necesario examinar la manera y los tiempos en que el 
Presidente de la República solicita autorización para ausentarse del territorio nacional, para 
no dificultar el ejercicio de las atribuciones que le delega la Constitución y, por ende, no 
lesionar la representación de los intereses de la nación.  

De igual modo, estimamos acertado indicar que, conforme el derecho comparado, existen 
algunas constituciones con preceptos similares a la nuestra, como la de Chile, Panamá, 
Portugal y Uruguay, que instauran mecanismos más ágiles para la autorización del 
presidente, especialmente cuando son viajes cuya duración es menor a diez días. De ahí 
que, se estima sensato modificar el numeral 88 constitucional, con el objetivo de que, el 
Ejecutivo ya no tenga que solicitar permiso al Congreso para dejar el país, pero que 
tampoco esto se tome como una idea para otorgarle libertad total, por el contrario, que en 
cada viaje proporcione un informe detallado de las metas, los objetivos alcanzados y los 
beneficios que obtuvo para el país, inclusive, describir pormenorizado los costos y la 
comitiva que acompaña al mandatario, con la finalidad de traslucir el uso de los recursos 
públicos y garantizar la rendición de cuentas.  
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En la Comisión de Puntos Constitucionales no se aparta del análisis a cerca del contexto 
internacional cada vez más generalizada, motivo por el que, reconocemos en esta iniciativa 
la intención de consolidar nuestras instancias constitucionales con injerencia en el escenario 
internacional global, como las relaciones entre el poder ejecutivo y el Congreso de la 
Unión.  

Finalmente, la Comisión estima que el número de días en los que puede ausentarse el 
Presidente de la República, sin autorización del Congreso de la Unión o de su Comisión 
Permanente, es de siete, en los cuales puede razonablemente acudir al extranjero a atender 
asuntos que requieran su presencia, sin descuidar los asuntos internos de la nación.  

Es de hacer notar el hecho de que el Presidente deberá informar al Congreso de la Unión 
mediante informe por escrito de los motivos que hayan originado el viaje fuera del país, y 
una vez concluido, deberá también por escrito hacer llegar un informe de los resultados de 
las gestiones realizadas.  

Por lo anteriormente expuesto y motivado, de acuerdo con la Constitución, la Ley Orgánica 
del Congreso General y el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, esta comisión, somete a consideración del pleno de la 
Cámara de Diputados el siguiente dictamen con proyecto de:  

Decreto por el cual se reforma el artículo 88 de la Constitucion Política de los Estados 
Unidos Mexicanos  

Artículo Único. Se reforma el artículo 88 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para quedar como sigue:  

Artículo 88. El Presidente de la República podrá ausentarse del territorio nacional hasta por 
siete días, informando previamente de los motivos de la ausencia a la Cámara de Senadores 
o a la Comisión permanente en su caso, así como de los resultados de las gestiones 
realizadas. En ausencias mayores a siete días, se requerirá permiso de la Cámara de 
Senadores o de la Comisión Permanente.  

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Por la Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica en contra), presidente; José Gildardo Guerrero Torres 
(rúbrica), Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Mónica Fernández Balboa (rúbrica en contra), Carlos 
Armando Biebrich Torres (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Patricia Castillo Romero, Silvano 
Garay Ulloa (rúbrica en en contra), secretarios; Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (rúbrica), Felipe 
Borrego Estrada (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, Leticia Díaz de León 
Torres (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano, José Luis Espinosa Piña (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, 
Francisco Elizondo Garrido, Andrés Lozano Lozano, Arely Madrid Tovilla (rúbrica), Lizbeth Evelia Medina 
Rodríguez (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Rosario 
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Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica en contra), Víctor Samuel Palma César, Cruz Pérez Cuéllar (rúbrica), Juan 
Francisco Rivera Bedoya, Juan José Rodríguez Prats (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez, Yadhira Yvette 
Tamayo Herrera (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica).  
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